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Creación 
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el día 6 de mayo de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Horacio Yanes (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala, Álvaro Alonso, Beatriz Argimón, 
Miguel Asqueta, Silvana Charlone, Sandra Etcheverry, Doreen Javier Ibarra, Liliám 
Kechichián, Edgardo Ortuño, Iván Posada, Juan C. Souza, Mónica Travieso y Carlos Varela 
Nestier. 


ASISTEN: — Señores Representantes Guillermo Chifflet, Jorge Gandini y Carlos Gamou. 


INVITADA: Señora Ministra de Desarrollo Social, maestra Marina Arismendi. 


SEÑOR PRESIDENTE ad hoc (Yanes).- Antes de comenzar queremos informar que, tal como 
decidiera la Comisión en el día de ayer, se invitó a la señora Ministra de Desarrollo Social y al 
Directorio del Banco de Previsión Social para que comparecieran en este ámbito. La señora Ministra 
inmediatamente manifestó su posibilidad de concurrir a esta reunión, pero al Directorio del Banco de 
Previsión Social, por asuntos de agenda, le resultó imposible. 


Por consiguiente, estaremos a lo que la Comisión resuelva a fin mantener ese contacto. Por su parte, el 
economista Bergara acudirá el lunes a la hora 14 y 30 en representación del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


La Mesa propone que la señora Ministra comience respondiendo las preguntas y los cuestionamientos que 
fueron planteados en la sesión de ayer y que figuran en la versión taquigráfica que fue repartida. 


(Apoyados) 
SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Agradecemos la invitación; esta es nuestra casa - 


lo sigue siendo- por más que estemos desarrollando otra responsabilidad en este momento. Conocemos 
el funcionamiento del Parlamento, por lo que trajimos una serie de elementos y de planteos para que 


las señoras Diputadas y los señores Diputados tengan claro cómo estamos trabajando. Como ya lo 
hicimos en oportunidad del tratamiento del proyecto de ley de creación del Ministerio, y como tenemos 
un régimen bicameral, el hecho de haber planteado esta iniciativa en la Cámara de Senadores, no 
excluye -sino todo lo contrario- la posibilidad de exponer ante la Cámara de Diputados. Además, la 
tarea es muy dinámica y constantemente surgen nuevos problemas, situaciones y respuestas. Entonces, 
desde la oportunidad en que se discutió ese tema en el Senado hasta hoy, han surgido nuevos elementos 
y cifras que queremos comentar. 


El proyecto que está a consideración de la Cámara de Diputados habilita la puesta en práctica del Plan de 
Emergencia en su conjunto. Se debe tener presente con nitidez que no estamos hablando exclusivamente de 
un componente del plan, que es el ingreso ciudadano. Tal como lo hicimos en el Senado, optamos por repartir 
un borrador que modificaba el proyecto inicial. Si bien, esencialmente, se trataba del mismo proyecto, nos 
parecía que era mucho más claro y ordenado; allí explicábamos que el ingreso ciudadano es, como decía, un 
elemento del Plan de Emergencia y no el único. 


Hay que entender que todos los elementos del Plan de Emergencia están interconectados, concatenados, 
funcionan juntos y salvo en un caso -que luego vamos a aclarar: el del trabajo por Uruguay- no son 
contradictorios sino, por el contrario, complementarios. Es cierto que para poner en marcha al Plan de 
Emergencia no se precisaba ley. También es verdad que para uno de los componentes, el del ingreso 
ciudadano, debía contarse con un Mensaje del Poder Ejecutivo porque, en términos del BPS, estábamos 
creando una prestación. Voy a decir que nosotros diferenciamos estos términos; no es una exquisitez 
idiomática, pero para nosotros tienen otro contenido que luego vamos a explicar. De todos modos, como 
estamos creando algo que supone una transferencia de dinero y supuestamente gastos -me refiero al gasto 
social: para nosotros es inversión social, pero yo estoy usando los dos términos, el que se utiliza en las leyes 
y el que abarca los contenidos que nosotros le queremos dar-, para brindar esa prestación, debe haber 
iniciativa del Poder Ejecutivo, tiene que justificarse cómo se va a pagar esto y debe contarse con la 
aprobación del Parlamento. 


Por lo tanto, el proyecto de ley que tiene a consideración la Cámara de Diputados -que es el que aprobó el 
Senado- para nosotros es mejor que la iniciativa original, porque tiende a explicar con más detalle que el Plan 
de Emergencia no se reduce al ingreso ciudadano, que determina la necesidad de la existencia de una ley. Por 
lo tanto, vamos a referirnos a la declaración de situación de emergencia y los elementos que componen el 
Programa o Plan de Atención, como decimos nosotros y luego explicaremos, en especial, qué es el ingreso 
ciudadano, cuál es y por qué se fija ese monto y no otro -eso lo vamos a explicar-, cuáles son las condiciones 
para recibirlo, quiénes lo van a recibir, qué requisitos existen y en función de qué cosas se va a brindar. 


El Ministerio de Economía y Finanzas -lo voy a decir claramente porque ya lo manifesté en la Cámara de 
Senadores con el señor Subsecretario presente-, en un afán por lograr mayor transparencia -que si bien 
compartimos, para nosotros era absolutamente innecesario, porque no estamos hablando de un Presupuesto 
sino de un Programa-, incluyó las partidas que van a gastarse para el Plan de Emergencia. Lo hizo, en mi 
opinión, de manera prolija, transparente y exacta ante muchas preguntas que surgieron, no solo de parte de 
los señores legisladores, sino de la opinión pública. Desde mi punto de vista no se precisaba pero está ahí y 
creo que agrega un elemento positivo al proyecto de ley que aprobó la Cámara de Senadores. 


Nosotros estamos hablando del Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social. Queremos decir que entre 
que se vota la ley de creación del Ministerio y el momento en que empezamos a trabajar con los datos sobre 
los niveles de pobreza e indigencia brindados por el Instituto Nacional de Estadística -encuesta continua de 
hogares 2002-2003, con la cual trabajamos en el proyecto de Plan de Emergencia que presentamos a la 
ciudadanía previamente a las elecciones nacionales-, surgieron nuevos datos. Hace algunas semanas el 
Instituto Nacional de Estadística publicó una primera aproximación, después de las elecciones nacionales e 
inclusive después de la aprobación de la creación del Ministerio de Desarrollo Social, cuando ya habíamos 
empezado a trabajar en esta materia. 


Ayer algunos legisladores preguntaban cuáles eran los elementos que nosotros habíamos tomado para 
determinar quiénes entran en el Plan y quiénes no. Tenemos aquí el trabajo que realizó la Facultad de 
Ciencias Económicas y quiero aclarar que siempre estamos hablando de información que surge de la encuesta 
continua de hogares del año 2003. 


A modo de ejemplo quiero decir que durante el año 2004 la incidencia de la indigencia en los hogares 
urbanos alcanzó al 2%, con ligeras diferencias por área: 2,4% en Montevideo y 1,8% en el resto del país. Esta 
proporción afecta a un 4% de los habitantes de las áreas urbanas. Estamos hablando de cerca de 110.000 
personas indigentes residentes en aproximadamente 18.000 hogares en zonas urbanas de todo el país. La 
indigencia creció un 30% en 2004 con respecto al año anterior. Nos estamos refiriendo a un año de 
crecimiento económico, tal como lo señaló el Gobierno saliente. Cuando el doctor Batlle entrega la banda 
Presidencial al doctor Tabaré Vázquez dice que le entrega un país en crecimiento, y ese crecimiento se da en 
los dos aspectos: crecimiento de pobreza y crecimiento de indigencia, como dice el INE. Esto representa unas 
32.000 personas indigentes más en 2004 que en 2003, 13.000 correspondientes al interior urbano y 19.000 a 
Montevideo. 


Recordemos que los datos del INE refieren a poblaciones urbanas mayores de 5.000 habitantes. Cuando 
hicimos la primera bajada a tierra del Programa, realizamos una proyección conservadora y extendimos ese 
porcentaje a las poblaciones de menos de 5.000 habitantes, lo cual nos dio una determinada cifra, pero 
sabíamos que eso era falso. ¿Por qué? Porque tal como sabemos todos quienes caminamos el país, en esas 
poblaciones de menos de 5.000 habitantes la indigencia y la pobreza es mayor, porcentualmente, que en las 
zonas urbanas. Pero seguimos manejándonos con los datos del INE de 2004, de poblaciones mayores de 
5.000 habitantes. 


Siempre nos estamos manejando en función de los ingresos, sin utilizar otros elementos, como se hace en el 
trabajo de la Facultad de Ciencias Económicas. ¿Cómo mide el INE la indigencia? La mide en base a la 
CBA: canasta básica alimentaria. En definitiva, dice que para que una persona pueda alimentarse todos los 
días del mes -no estamos hablando de la compra de zapatos, de la visita al médico ni de los gastos en 
ómnibus-, solamente incluyendo el plato de comida para subsistir, necesita aproximadamente $ 1.117 en 
Montevideo, mientras que en el resto del país urbano precisa algo más de $ 800. 


El Instituto Nacional de Estadística toma ese índice para sostener que las personas que ganan -considerando 
el ingreso per capita del hogar- menos de esa cifra, no pueden poner un plato de comida arriba de la mesa - 
esto lo digo yo, porque en realidad el INE lo dice en forma de estadística-; están en situación de indigencia. 
Nosotros sabemos que hay que agregar otros elementos, pero me atengo por ahora a las cifras estadísticas. 
Entonces, según el INE, por debajo del índice de CBA, en Montevideo en el año 2003 había un 1,8% de 
hogares, y en el interior urbano, un 1,3%; en 2004, en Montevideo había un 2,4%, y en el interior urbano, un 
1,8%. La cantidad de personas indigentes en Montevideo en 2003 ascendía a 45.200 y en el 2004 a 64.400; 
en el interior urbano, en 2003 ascendía a 31.100 y en 2004 a 43.800. Durante 2004 la incidencia de la 
pobreza en hogares urbanos alcanzó al 22%. Quiere decir que la pobreza reciente aumentó un 2% de 2003 a 
2004. Siempre estamos hablando de poblaciones con más de 5.000 habitantes. Esta proporción afecta al 31% 
de los habitantes en las áreas urbanas. Quiere decir que casi uno de cada tres uruguayos residentes en áreas 
urbanas vive en situación de pobreza. Estamos hablando aproximadamente de 870.000 personas pobres, 
residentes en 200.000 hogares en zonas urbanas de todo el país. 


Podría seguir aportando datos con respecto a la pobreza o los señores legisladores los podrían bajar de 
Internet, ya que allí figura el informe completo con todos los cuadros. 


En cuanto a las cifras de indigencia, en 2003 los menores de seis años en esa situación ascendían a 16.400 y 
en el 2004 a 20.300; los niños de seis a doce años en 2003 ascendían a 15.800 y en 2004 a 20.300; los de 
trece a diecisiete años en 2003 alcanzaban a 9.400 y en 2004 a 14.300. La canasta básica de alimentos era de 
$ 1.114 en Montevideo y en el resto del país urbano de $ 846 por persona. 


El INE establece que a la pobreza reciente, que es de un 22%, se tiene que sumar la pobreza crónica, que de 
2003 a 2004 se mantuvo en un 10%, y la inercial, que es de un 3%. 


Quiero referirme al otro índice sobre el que se preguntó en la Comisión y que leímos en la noche de ayer. La 
Facultad de Ciencias Económicas realizó un trabajo con aportes para la implementación del Plan de 
Emergencia, en el que se habla sobre la población objetivo y su distribución geográfica. Para ello toma la 
definición del programa, que es la población objetivo y que corresponde a las personas pertenecientes al 
primer quintil bajo la línea de pobreza, de acuerdo con la información del INE en 2002 y la encuesta continua 
de hogares de 2003; todavía no contaban con los datos de 2004. Este trabajo de Ciencias Económicas dice 
que a pesar de que la encuesta continua de hogares es representativa de las localidades de 5.000 habitantes y 
más, una primera aproximación a la magnitud de la población potencialmente cubierta por el plan consiste en 


la expansión de este porcentaje para el total de la población urbana y rural, que surge del reciente 
relevamiento realizado por el INE. Allí se empiezan a agregar potenciales protagonistas del área rural, que en 
cantidad de personas asciende a 16.750, y corresponde a 3.151 hogares. Luego se hace un ingreso del límite 
superior del primer quintil de pobres, el valor de la canasta y la distribución. Se observa que la distribución 
de la población objetivo no es homogénea por área geográfica. En el caso de que se definan cupos por 
departamento es necesario contar con un criterio que oriente esta división. A efectos de contribuir con este 
fin, se analizó la distribución de la población objetivo por departamento, la distribución de la población bajo 
la línea de pobreza por departamento y la distribución de los niños con retraso de talla y con retraso de talla 
grave, respectivamente. La información sobre el estado nutricional de los niños proviene del censo de talla 
escolar realizado por ANEP en 2002. Este relevamiento cubre a todos los niños que cursaban primer año en el 
sistema escolar público ese año en las áreas urbanas y rurales. El retardo de talla es un indicador muy duro de 
pobreza crónica, en la medida en que resume la historia nutricional de las personas. Y se aportan todas las 
cifras. 


Por otra parte, la Facultad de Ciencias Económicas nos hace cuadros de los barrios de Montevideo con mayor 
retraso de talla, de las localidades del interior urbano por retraso de talla y de las veinte con mayor retraso de 
talla, detallando porcentaje y población. Por ejemplo, el porcentaje de retraso de talla en Cuchilla de Guaviyú 
es de un 62,50% y comprende a 131 niños; en Carlos Reyles, Durazno, es de 45,45%, 1089 niños; en José 
Batlle y Ordóñez es de 34,48%, 2.298 niños; en Carmen, Durazno, son 2.284 niños; en Las Piedras, Bella 
Unión, 2.099 niños, etcétera. 


Después aparecen las áreas rurales departamentales, y las localidades rurales ordenadas por retraso de talla. 
Ordena las veinte localidades rurales con mayor retraso de talla; entre ellas se encuentra Paraje Minuano, 
Topador, Jardines de Pando, Aguas Dulces, La Pedrera, Rincón de Valentín, Santa Lucía del Este, etcétera. 


Por otra parte, tenemos el ordenamiento de los barrios de Montevideo según la situación nutricional. Si 
tomamos en cuenta los dineros que el Estado, la Unión Europea, la cooperación internacional y los 
programas y programitas institucionales y no institucionales volcaron en algunos barrios de Montevideo, 
vemos que donde se puso más es donde hoy siguen teniendo los índices más altos de desnutrición, de falta de 
trabajo, vivienda y elementos sanitarios, de analfabetismo, de dificultades de acceso a la salud, de 
desescolarización y abandono. Este es el caso del barrio Casavalle, que es paradigmático; es donde más plata 
se tiró y es el barrio que está a la cabeza de todos los índices. 


Estas cifras también las tenemos para las localidades del interior. El ordenamiento de las localidades urbanas 
del interior según la situación nutricional, cruzada con los datos del INE de los ingresos -siempre estoy 
hablando de datos viejos- nos da determinados índices críticos. Cruzamos los datos de los ingresos con los de 
la talla de los niños y de ahí seleccionamos para el primer desembarco -que fue del 1* al 5 de abril- aquellos 
lugares que tenían los mayores índices y que eran las poblaciones más alejadas de las ventanillas del Banco 
de Previsión Social. Por lo tanto, primero fuimos a localidades rurales en el medio de la nada. Allí hicimos lo 
que se llama "peinado", es decir, una visita hogar por hogar, aplicando los formularios 1 y 2, que ahora voy a 
explicar qué son. El formulario Fl es el que llena la persona que se presenta ante la ventanilla del Banco de 
Previsión Social, en el que pone nombre, apellido, dirección, cuántas personas componen su hogar y declara 
sus ingresos. Así, el Fl pasa al Ministerio de Desarrollo Social. El F2 contiene todas las preguntas que tienen 
que ver con la situación de la vivienda, el material de las paredes, el techo y el piso, cuántos menores hay, si 
van a la escuela, cuál es el nivel escolar de los jefes de familia, si tienen trabajo, cuándo trabajaron por última 
vez, en dónde trabajaron y se sintieron mejor, si tienen oficio, si reciben algo -como una canasta- y si los 
niños van a una institución CAIF, escuela, liceo o educación media. En función de ello, se llenan esos 
formularios. Luego esos formularios se digitan -aquí aparece el escándalo y por ello voy a referirme al tema- 
y se ingresan a un programa, obviamente, elaborado para este formulario. ¿Quiénes ingresan esos 
formularios? En el día de ayer hubo errores de información que han trascendido y que determinaron que la 
Subsecretaria, profesora Ana María Olivera, y yo estuviéramos entre las 6 y 30 de la mañana -cuando se 
produjo el primer llamado telefónico- hasta las 0 y 30 de la noche -cuando se recibió el último llamado- 
contestando a la prensa si el plan se había detenido, si estaba estancado y cuál era la situación. Como se trata 
de un plan de emergencia, siempre tenemos que estar contestando a la prensa. Aunque no los voy a dar aquí, 
tengo los nombres y los números de cédula correspondientes -porque tengo que rendir cuentas- a los 
funcionarios públicos que la Oficina Nacional del Servicio Civil solicitó a los Ministerios y a los Entes. ¿Por 
qué funcionarios públicos? Porque el funcionario público tiene obligación de guardar secreto, tiene 


obligación de confidencialidad respecto a los datos, y lo que nosotros tenemos en esos formularios es la vida 
de la gente. Por lo tanto, para nosotros, esos formularios realmente son lo más importante que tenemos. 


Estamos haciendo una tarea que no se realizó nunca; tenemos datos por el INAUÚ, por Primaria, por el INJU. 
Vimos con nuestros propios ojos las montañas de formularios que llenaron los jóvenes para el Programa 
Projoven y que están arrumbados; ahora los estamos informatizando. Fueron llenados por jóvenes que se 
presentaron para algo, para estudiar, para pedir una beca o trabajo, y dieron sus datos. Estamos poniendo 
nombre a las cifras del Instituto de Estadística, porque a los números no se les da de comer, no se los atiende 
en Salud Pública, no van a la escuela o al liceo ni pueden ser parte de un programa; deben tener cara y 
nombre y ser los protagonistas del plan. Los protagonistas no son números, son personas y hogares. 


Tenemos digitadores de los Ministerios de Salud Pública, de Turismo, del Interior, de Educación y Cultura, 
de Trabajo y Seguridad Social, de Industria, Energía y Minería, de Transporte y Obras Públicas, de Defensa 
Nacional, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Economía y Finanzas, de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y de Relaciones Exteriores, del Banco de Seguros del Estado, del Banco de Previsión 
Social, de la Administración Nacional de Puertos, del Banco Hipotecario del Uruguay y de OSE. Esos son los 
digitadores que están trabajando en turnos en el Ministerio de Desarrollo Social, sobre escritorios -como leí 
hoy en la prensa, y es así- que nos prestó FUNSA Cooperativa, con máquinas que nos prestó una empresa 
representante de IBM y con el programa de digitación que elaboró la Facultad de Ciencias Económicas y el 
Servicio de Informática Adjunto a Ciencias Económicas. 


Desde el principio dije que íbamos a ser bien transparentes e íbamos a informar a la gente y, en primer lugar, 
al Parlamento, que debe controlarnos en todo lo que quieran saber. Ayer me preguntaron -y hoy salió en la 
prensa- si ese programa fue pagado por el PNUD. Es cierto que eso lo pagó el PNUD, el fondo de las 
Naciones Unidas, a la Universidad de la República. Digo esto porque aparecieron noticias de prensa diciendo 
que la Ministra opina que las cosas tienen que ser gratis. En general, la Ministra está apelando a la 
solidaridad. Al respecto, quiero señalar que la comunicación equivocada del día de ayer en cuanto a que no 
había digitadores tuvo una virtud que realmente nos conmovió: la cantidad de gente que se presentó, que 
llamó por teléfono o envió correos electrónicos desde todas partes del país ofreciéndose para digitar. Todas 
las cosas tienen una parte hermosa, que muestra lo que es nuestra gente y nuestro pueblo solidario. 


Puedo dejarles el listado de los primeros desembarcos realizados. Fueron a El Pintadito, Javier de Viana, 
Topador, de Artigas; El Eucaliptu urbano -después fuimos a El Eucaliptu rural- de Paysandú, Barrio Uruguay, 
Casablanca, Esperanza; en Río Negro, Pueblo Greco, Sarandí de Navarro; en Rivera, la Arenera, Lagunón, 
Lapuente, Lagos del Norte, Barrio Pirulo; en Salto, Chinchurreta, La Humedad, Don Atilio, Caballero, 
Andresito, Constitución, Cuchilla de Guaviyú; en Tacuarembó, Godoy, Paso Bonilla, Paso del Cerro y 
Cardozo. 


También tenemos la lista de los barrios de Montevideo que se recorrieron y la lista de estudiantes de la 
Universidad de la República que se presentaron para desarrollar tareas de relevamiento de información para 
el Plan de Emergencia Social y sus supervisores. Se recorrió Delta del Tigre, Rincón de la Bolsa, Colonia 
Nicolich, Maldonado Nuevo, San Antonio, El Placer, Paysandú capital y El Eucaliptu rural. También se 
recorrieron: un barrio de Melo, Frayle Muerto, Cerro Chato, Santa Clara de Olimar, una parte de Treinta y 
Tres capital, José Pedro Varela, Vergara, parte de Paso de los Toros, San Gregorio, Las Toscas, Nuevo Berlín, 
Libertad, Villa Rodríguez, Ecilda Paullier, un asentamiento de la capital de Durazno, Sarandí del Yi, 
Cebollatí; zonas de Canelones, como un barrio de Las Piedras, Sauce, La Paz y Santa Lucía, Los Cerrillos, 
San Ramón, San Bautista, Santa Rosa, San Antonio, Atlántida, Soca, Migues, Tala, San Jacinto, Ciudad de la 
Costa y Pando; en Florida, 25 de Mayo, Fray Marcos, Sarandí Grande y Casupá; en Rivera, una parte de 
Vichadero, Minas de Corrales, Artigas, Baltasar Brum y Tomás Gomensoro; en Maldonado, Piriápolis, Pan 
de Azúcar, San Carlos; en Soriano, Cardona, Dolores, Palmitas, José Enrique Rodó, Villa Soriano, Cañada 
del Nieto; en Lavalleja, Aiguá, Mariscala, José Batlle y Ordoñez, Nico Pérez, Solís de Mataojo; en Paysandú, 
Quebracho, Río Negro, Young, Nuevo Berlín, San Javier, y en Flores, Ismael Cortinas. 


Efectivamente, aquí tenemos un problema a resolver. Es una de las cosas que no nos salieron bien. El Correo 
nacional nos facilitó los ruteros, aquellos que organizan la ruta de los carteros; así, a partir de las direcciones 
se pudo armar la ruta para llegar en el menor tiempo posible, como lo hace el cartero. De esta forma, con el 
Fl del Banco de Previsión Social podríamos visitar a las familias que se habían anotado en sus ventanillas. 
Los ruteros hicieron un trabajo muy bueno porque es lo que saben hacer. Aprovechamos todo lo que en el 


Estado se sabe hacer, que es mucho más de lo que la gente cree y de lo que se sabe. Al menos yo no sabía que 
podíamos aprovechar esto, pero a alguien se le ocurrió y el Directorio del Correo nos ha prestado toda su 
colaboración. 


¿Dónde está el error que cometimos y el problema que tuvimos? Ocurrió que, de pronto, anduvimos 15 
kilómetros para visitar a dos personas que se habían anotado en el Banco de Previsión Social y, en realidad, 
teníamos que haber peinado todo el barrio. En el afán de que no quedara retrasado el que ingresa por 
ventanilla, cometimos el error de no poder hacer un buen diagnóstico. Ello se debe a que esos datos no están 
en ningún lado, ni en el INE ni en los mapeos; algunos sociólogos nos pedían que les diéramos los segmentos 
censales, y nosotros nos reíamos: "Perdón, ¿de qué segmentos censales hablan?". O bien nos pedían el 
nombre y número de calle cuando no existe, porque a veces se trata de una vivienda que está después del 
árbol, cruzando determinado lugar. Ahí cometimos un error por inexperiencia y por falta de posibilidades de 
hacer desembarcos -los demógrafos nos enseñaron que se denominan así- para llegar a toda la población. Voy 
a dar un ejemplo de un lugar que conozco muy bien. En Cerro Carmelo se fue para visitar a las dos personas 
que se habían presentado en ventanilla, cuando teníamos que haberlo peinado todo. Así ocurrió en Treinta y 
Tres, en Rivera y en un montón de lugares donde, efectivamente, no pudimos potenciar el tiempo como 
hubiéramos necesitado. Ahora ya lo aprendimos. 


Por otra parte, quiero hacer referencia a lo ya ingresado en el Banco de Previsión Social. Este organismo 
discrimina las cifras de determinada manera; por ejemplo, dice: "Entrevistas" y yo tengo el informe 
correspondiente a cada día. Lo dije en la Cámara de Senadores y lo repito aquí: lo que está bien, está bien, y 
lo que está mal, está mal, no importa quién lo haga. La Gerenta General, Myra Tebot, todas las noches nos 
enviaba el cierre discriminado. Cuando se habla de entrevistas, quiere decir que la persona concurrió, y 
cuando se hace referencia a formulario entregado -esta es una cifra menor- significa que lo llenó y lo entregó. 
También tengo cifras de todo lo ingresado hasta el día de hoy, que es un dato con el que no contaba ayer. Hay 
muchos elementos que se van agregando. El total de inscriptos por ventanilla, ya ingresados y digitados - 
quiere decir que el F1 ya entró a la máquina- al jueves 5 de mayo a las 6 y 04 P.M. es de 72.604. Pero esto 
hay que multiplicarlo por cinco, porque el formulario corresponde a un hogar y, en esta franja, las estadísticas 
indican que ese es, promedialmente, el número de integrantes de la familia. El porcentaje del total que 
cumple con el criterio de ingresos, es decir que recibe menos de $ 1.300 se ubica en el 87%, lo que equivale a 
63.163 casos. Para decirlo más claro, ya tenemos 63.163 hogares nuevos para visitar, porque estos no fueron 
visitados todavía. También tenemos más de 15.800 casos que tienen todo, el Fl y el F2, es decir, que ya se 
anotaron y ya fueron verificados. De todos modos, eso no significa que hayan ingresado al Plan porque luego 
van a pasar por el algoritmo; y no me pregunten cómo está hecha la fórmula del algoritmo porque esa parte 
todavía no la aprendí. He aprendido muchas cosas en este tiempo: el lenguaje de los informáticos, de los 
sociólogos, de los licenciados en ciencias sociales, de nutricionistas, pero esta parte todavía no la manejo. Se 
trata de una fórmula que marca dos cosas: ingreso e índices críticos. Esos índices valoran lo que el formulario 
indica. Si la casa es inhabitable, tiene un índice, si los niños no van a la escuela, tiene un índice. Todo eso me 
da una fórmula, en la cual la mano de los hombres y de las mujeres no tiene nada que ver. Según el resultado 
del algoritmo, algunos serán puestos en lotes que va a ir aprobando el Ministerio de Desarrollo Social cuando 
el Parlamento apruebe la ley, porque antes no podemos hacerlo. 


Digo más: el resto de los casos no se descarta. ¿Por qué? Porque hay elementos cualitativos que pueden 
determinar que el algoritmo se equivocó, porque el algoritmo no es ciencia oculta, está hecho por seres 
humanos; a las máquinas las programan personas y, por lo tanto, puede haber equivocaciones. Por ello, el 
proyecto de ley dice que la gente tiene derecho a presentarse a reclamar que se le dé vista, se le explique por 
qué no se le aceptó y tiene la posibilidad de demostrar que tiene razón y que nosotros nos equivocamos. Por 
ese motivo, el proyecto dice que tenemos obligación de dar vista a la gente. Eso lo hace el Ministerio de 
Desarrollo Social y no el Banco de Previsión Social; este organismo es el vehículo que elegimos. ¿Por qué? 
Elegimos al Banco de Previsión Social porque es el banco de datos más grande del país y el que tiene la red 
informática más importante. Por ejemplo, si yo tengo la peregrina idea de inscribirme en el plan, cuando el 
BPS cruce los datos, va a decir: "Esta Ministra está de viva, porque con el sueldo que tiene, no corresponde 
que se presente". Voy a poner otro ejemplo personal. Mi hija y mi yerno no tienen trabajo formal, por lo cual 
mi nieto es uno de los 190.000 niños que reciben asignación familiar por declaración jurada. Si nos 
guiáramos solo por eso y no fuésemos al hogar, diríamos que están habilitados para ingresar en el Plan de 
Emergencia, pero no es así. Eso resulta del cruzamiento de datos en el BPS. Si la familia declara que no 
recibe nada y resulta que está en el seguro de paro, eso se sabe a través del banco de datos. Nosotros 
aspiramos a terminar en un BPS que nos tenga a todos adentro, a los que trabajamos, a los jubilados y a los 


que trabajan informalmente. La ley de creación del Ministerio impone -porque nosotros lo escribimos, nadie 
nos lo impuso de afuera- la creación del RUB, el Registro Unico de Beneficiarios, a fin de poder cruzar 
información con los distintos organismos. 


Por otro lado, incorporamos a todas las presas que están en la cárcel de Cabildo, que serán relevadas en el día 
de mañana. No nos vamos a guiar por lo que ellas declaren; ellas van a llenar el Fl y se va a visitar el hogar. 
Ahí tenemos 25 niños presos. A su vez, hemos acordado con Bienestar Social del Ministerio del Interior que 
nos den, geodiferenciada, la última franja de personal de policía ejecutiva, correspondiente a quienes ganan 
menos de $ 5.000; nos van a proporcionar las zonas en que viven, porque nos da mucho trabajo la 
geodiferenciación. Se trata de que no nos pase lo que decía anteriormente: que vamos por uno y no nos 
damos cuenta de que hay que visitar todo el entorno. Lo mismo ocurre con los retirados policiales que están 
en la última franja. Eso lo vimos con quien está al frente de la Caja Policial. Cuando nos preguntan, nosotros 
decimos que son compatriotas iguales a todos los demás. El caso del Ministerio de Defensa Nacional es 
distinto, porque autorizó que la tropa fuera a anotarse al BPS, es decir que van a tener el mismo tratamiento 
que cualquier otro compatriota que se presenta allí. En cambio, el Ministerio del Interior nos indica dónde 
viven para poder hacer las visitas, lo cual facilita mucho nuestro trabajo. Nuestra aspiración -ya lo tratamos 
con el Ministro del Interior y con el Patronato de Encarcelados y Liberados- es que, en la medida en que 
empiecen a procesarse las futuras liberaciones -con las características que tengan, no quiero entrar en ese 
tema porque no me corresponde-, exista la posibilidad de aplicar el formulario antes de que las personas sean 
liberadas. O sea que si se dictamina la libertad de una persona, a nosotros y al Patronato nos interesa ir con el 
mismo instrumento, con el mismo formulario, al hogar antes de que salga. 


Estamos haciendo los refugios, porque parte del Plan de Emergencia tiene que ver con la atención a las 
personas sin techo; esto figura en el proyecto de ley que los legisladores tienen en su poder. Estamos 
trabajando en dos sentidos y en la misma dirección. Uno está dirigido a crear nuevos refugios y para ello 
hemos hecho un relevamiento -lo seguimos haciendo, no ha terminado- de dependencias del Estado que están 
vacías, abandonadas desde hace mucho tiempo. Como ejemplo, digo que el local en el que está instalado 
nuestro Ministerio era una dependencia del Banco de Previsión Social, por el que hemos hecho un comodato 
con el anterior Directorio. Se trata de un edificio que está impecablemente pintado, que tiene toda la 
extensión de cable de fibra óptica, todas las luces, todo en orden, y que estaba cerrado, pagándose el Servicio 
222 desde hace casi un año. Entonces, abrimos la puerta y enchufamos las computadoras. Como esa, hay 
muchas dependencias del Estado en todo el país. 


Por lo tanto, estamos haciendo un doble relevamiento. Por un lado, estamos viendo dónde podemos compartir 
oficinas en el interior, ya que debe haber alguien que tenga en pantalla la respuesta para el que va a reclamar 
en cada departamento o en cada localidad. Nosotros no precisamos alquilar nada ni tener una oficina propia; 
precisamos compartir esas dependencias con quienes tienen espacio o edificios vacíos. Coordinaremos con el 
INAU y con el Programa INFAMILIA, donde estamos haciendo un trabajo. Como saben y como dijimos en 
su momento, INFAMILIA ya pasó a depender del Ministerio de Desarrollo Social, aunque, por tratarse de un 
Programa, no figura en la ley de creación del Ministerio. La financiación de este Programa forma parte de la 
deuda externa. ¿Se acuerdan? Es aquel programa para la infancia y la familia que el Presidente Batlle anunció 
que era por US$ 100:000.000. Bueno, quedan algo así como US$ 35:000.000. Cuando el BID hizo la 
exposición sobre cómo ve los programas en el Uruguay, este estaba entre los programas insatisfactorios. 
Cuando preguntamos por qué, nos dijeron que era porque no se había ejecutado. Sé que en ese momento 
alguien se molestó y salió a decir que yo estaba faltando a la verdad. En todo caso, el BID estará faltando a la 
verdad, porque los datos los tenemos por este organismo. A tal punto esto es así que ya estamos pagando este 
dinero, porque se trata de deuda externa ya contraída, por la cual estamos pagando intereses y mora; 
tendremos que pagar, refinanciar y reprogramar, pero tenemos el permiso para ejecutar. Y nos están 
controlando, porque dijeron que ahora iban a controlar y no tenemos ningún problema en que lo hagan. 


Dentro del Plan de Emergencia acabamos de hacer un acuerdo, que también es parte del proyecto que los 
señores Diputados tienen sobre la mesa, en el que -para mi felicidad como maestra-, se tiende a la creación de 
nuevos cargos docentes, además de los cargos que ya pertenecen a otros programas. Por ejemplo, en el caso 
de MECAFEP, que depende del Banco Mundial -sobre el que algunos legisladores me han visto quedar ronca 
diciendo que había platas gordas por los costados-, con algunas pocas Gerencias que cayeron se nombraron 
muchísimos maestros, y con otras que van a caer ahora -ya están cayendo- del Programa MEMFOD se va a 
nombrar a una cantidad de profesores. 


A esta altura, se hizo un llamado a concurso para profesores de educación física. Me adelanto a decir que el 
hecho de haber trabajado en ese programa es parte de la valoración, pero es un llamado público. Se hizo un 
llamado público para todos los cargos técnicos del Programa INFAMILIA, cosa que antes no sucedía. Lo que 
se hacía era presentar una terna y, de las tres personas, se elegía a una; ahora, se hizo un llamado público y se 
presentaron mil personas para cubrir ocho o nueve cargos de técnicos. Ahora estos cargos se llenarán 
realmente por concurso. 


A su vez, en el día de ayer, para mi alegría personal y como Ministra -pero fundamentalmente en lo 
personal-, acordamos con el CODICEN de la ANEP, según los criterios de este Consejo que es autónomo 
desde el punto de vista técnico, que a través de ese programa va a haber 270 escuelas que atenderán a los 
niños y a la familia; esto quiere decir que va a haber 540 maestros y maestras más que van a atender a 
contraturno. Estos maestros serán efectivos, ingresarán por concurso y van a acceder por el mismo régimen 
que se accede al cargo de maestro secretario; es decir que conocen la zona. 


También para mi alegría, hay además una cantidad de escuelas -tengo el listado en mi poder- que figuraban 
como escuela urbana común, no como de contexto crítico, que se incorporan a esto, porque en realidad son 
de contexto muy crítico. Este es el paso a pie en el Plan de Emergencia pero, a su vez, tiene que tener 
proyección desde el principio en las políticas sociales en general. 


Hoy conversaba con el Presidente del INAU para proyectar el tema de los CAIF. Queremos fortalecer y 
extender la cobertura de estos centros a los niños chiquititos, de cero a dos años, y a los de dos y tres años; la 
franja de cuatro años quedó en tierra de nadie. Supuestamente, por ley, a esta franja la tiene que atender la 
ANEP; el INAU no puede y, como queda en un limbo, no los atiende el INAU ni Primaria. Estamos 
trabajando en conjunto para ver cómo solucionamos este problema de los chicos de cuatro años, que nos 
quedaron boyando, porque aquí estamos hablando de estimulación, de socialización y también de comida. 


Por otro lado, estamos trabajando con el plan de los sin techo. Ya tenemos equipos multidisciplinarios en los 
que el INAU incorpora equipos propios. Como todos sabemos, a raíz de la vigencia del Código de la Niñez y 
la Adolescencia tienen que salir equipos del INAU con sus móviles -vamos a salir juntos- para poder atender 
las situaciones de calle tanto de adultos como de niños, instalando refugios nocturnos -como existen hoy-, 
extendiendo refugios diurnos en los que, además de la atención alimentaria, existan cursos y podamos saber 
quién tiene que terminar primaria y quién secundaria. También queremos que estos refugios sean mixtos para 
que la familia pueda estar junta y que puedan entrar con sus pertenencias; porque uno de los problemas que 
existe hoy en los refugios es que la gente no puede entrar con sus cosas y, por lo tanto, no acepta ingresar a 
ellos porque lo poco que le queda en la vida lo tendría que dejar en otro lado. 


También habrá atención a la violencia doméstica. Hasta el momento, tenemos un par de lugares. Estamos 
viendo la posibilidad de usar dependencias de Salud Pública que no están en uso. En otros casos, estamos 
viendo algunos lugares que tienen tierras, terrenos. Inclusive, hay una donación importante que se nos hizo. 
Pensamos que allí se puede cultivar y desarrollar emprendimientos productivos. Una de las preocupaciones 
que se planteaban en la Comisión, que sesionó ayer -anoche leí la versión taquigráfica-, era lo relativo a las 
rutas de salida. El Plan dura dos años y la gente se pregunta qué pasará dentro de dos años. El otro día estuve 
en un panel muy interesante, integrado por estudiantes y docentes de la Facultad de Ciencias Sociales, y el 
tema que se planteaba era qué pasa después de dos años. Algunos van a salir antes de los dos años. Como 
tenemos una cantidad de gente joven que está en la miseria y en la indigencia total, que quiere trabajar la 
tierra, que sabe trabajarla, que se quiere quedar trabajándola y que tiene proyectos productivos, pensamos 
promover esos desarrollos productivos, en combinación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Y esos emprendimientos no son para dentro de dos años, sino que se darán ahora; o sea que ahí estamos 
sacando gente ya, no dentro de dos años. 


La gente es impresionante. La gente dice: "Yo quiero trabajo. No quiero el ingreso ciudadano". Hay otra 
gente, que forma parte de la pobreza estructural, que el INE cataloga como de crónica, con la que hay que 
hacer otro trabajo. Por eso el trabajo por Uruguay; por eso el trabajo por Uruguay es con horario; por eso va a 
ganar más que con el ingreso ciudadano, porque tiene que haber un incentivo. Por eso es contradictorio. Son 
cuatro meses, pero cuatro meses en que aprende un oficio, hace un trabajo digno para la comunidad o reflota 
su profesión u oficio. A veces es gente que forma parte de la quinta generación que nunca trabajó en forma 
estable y por lo tanto cumplir un horario y ciertos requisitos hace parte de su inserción social. 


Simultáneamente, ya lanzamos la campaña por la identidad, que se está haciendo con el Ministerio del 
Interior, la Dirección Nacional de Identificación Civil y la oficina del Registro Civil del Ministerio de 
Educación y Cultura. En el formulario Fl tenemos ingresada muchísima gente que no tiene cédula; inclusive, 
hay muchísima gente que no tiene ni cédula ni partida de nacimiento. Además, ha participado y lo está 
haciendo la Suprema Corte de Justicia porque en el interior quien tiene que determinar esto es el Juez de Paz. 
Por lo tanto, quizás necesitemos algunas modificaciones legislativas que nos permitan acelerar el trámite. 


Pero la identidad es más que eso. La campaña de identidad que se está haciendo con el tiempo solidario, con 
los voluntarios, quienes están haciendo cursos, que es con el auspicio de UNICEF, tiene que ver con que "soy 
persona, soy parte de la sociedad, soy parte de la comunidad y le importo a alguien". 


La gente dice: "No tengo cédula porque no la preciso; nunca la precisé". ¿Por qué nunca la precisó? Porque 
nunca accedió a nada. Entonces, también hay que entender que esa persona tiene que asumirse a sí misma 
como persona con derechos y que tiene derecho a exigir y a reclamar al Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo 
y a quien sea. Para esto precisa terminar con un plástico, pero el proceso es mucho más que eso. Se trata de 
un proceso de inserción ciudadana. 


Esta campaña por la identidad ya se está llevando adelante y también con gente honoraria, que se ha 
apuntado para el tiempo solidario, con abogadas con una larga experiencia en este trabajo, quienes se sienten 
felices de poder colaborar. 


Por otro lado, estamos trabajando con un problema muy delicado, que no estaba previsto en el Plan de 
Emergencia, que nos reventó en la cara -para decirlo clarito- a lo largo y a lo ancho del país. Después de 
recorrer el país llegamos a la conclusión de que si no atacábamos el problema de la pasta base y de las 
adicciones, fundamentalmente de la adicción dura, podíamos atender todo lo referente al hogar, pero si uno 
de sus componentes tenía esta enfermedad, no podíamos sacar de la emergencia a la totalidad del núcleo 
familiar. Por eso mismo, la Junta Nacional de Drogas, de la cual formamos parte -la Subsecretaria del 
Ministerio de Desarrollo Social es miembro-, definió que lo primero a hacer es atacar la pasta base, cada uno 
en su área: el Ministerio del Interior hará lo que tenga que hacer, el Ministerio de Salud Pública lo suyo, el 
Ministerio de Educación y Cultura lo correspondiente a su Cartera y nosotros lo nuestro. 


Lo segundo a hacer es contar con un centro de derivación. Aquí tengo que decir que el corazón se me partió 
al medio porque habíamos pedido "El Portal Amarillo" para refugio, pero se lo llevó la Junta Nacional de 
Drogas. Queríamos ese local porque en la zona de Colón y Sayago no tenemos un solo refugio. Entonces, 
estamos estudiando con el Ministerio de Salud Pública la posibilidad de remodelar un pabellón del Saint Bois 
que está vacío. A su vez, hemos tenido una oferta muy importante de la iglesia de Jesucristo de los Santos de 
los Últimos Días en cuanto a donaciones de frazadas y sábanas para equipar los refugios. Por otra parte, la 
Iglesia Metodista tiene policlínicas armadas y precisan médicos. Todo esto lo vamos a coordinar con el 
Ministerio de Salud Pública. 


Quiere decir que estamos armando el gabinete social y la transversalidad de todas estas políticas junto con los 
demás Ministerios. 


Contamos con una colaboración muy grande de todos lados. Existe una gran sensibilidad. 
Estamos tratando de cumplir exactamente todas las normativas. 


Hemos comprobado que la burocracia del Estado tiene un componente muy importante de voluntad. Por lo 
tanto, se puede hacer todo muy en orden y cumplir con todos los papeles habidos y por haber, y rápido. 
Cuando hay voluntad se hace rápido. Piensen que en este momento nuestro Ministerio tiene sesenta y algo de 
personas en el INJU -todavía estamos por saber cuántas porque allí tenemos pasantías, experiencias de 
trabajo que son nuevas, en fin, una cantidad de cosas que hay que regularizar-, también tiene diez 
funcionarios del área de Deporte que acaban de incorporarse y dieciséis del Instituto de la Mujer. Digo esto 
porque es objeto de uno de los tantos pedidos de informes que nos han llegado en estos días, que ya 
contestamos y, dado que como legisladoras tuvimos la experiencia de que a veces se demoraban las 
respuestas, nos aseguramos de que llegaran lo antes posible por dos vías: por la Presidencia de la Cámara y a 
través de la entrega en la propia mano de los legisladores que los solicitaron. Tratamos de contestar lo más 
rápido posible al Parlamento. 


También se preguntó cuántas Unidades Ejecutoras y cuántos funcionarios teníamos. Tenemos una Unidad 
Ejecutora, que es la que determinó la ley, y se está terminando de trabajar con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, la SEPRE y la OPP sobre el diseño de un Ministerio con estas características, diferente a todos 
los demás por su función y porque tiene un componente muy importante de articulación, ya que comparte con 
otros la ejecución en estos temas. 


Sé que me queda por contestar preguntas que hicieron los señores Diputados y que hace rato que estoy 
hablando, pero como eran tantas las inquietudes quería responder la mayor cantidad posible. 


Un tema importante del proyecto de ley es por qué se toma la cifra de la BPC. Para el ingreso ciudadano, 
debíamos adoptar un índice objetivo; no podíamos establecerlo a ojito. Por eso tomamos la Base de 
Prestaciones y Contribuciones que es el parámetro objetivo que hoy se toma para las demás prestaciones, al 
haberse separado el salario mínimo nacional del resto de las prestaciones, lo que muchos -creo que todos- 
votamos en diciembre de 2004. A valores de marzo de 2005, el ingreso ciudadano es de $ 1366. Quiero dejar 
claro para la historia fidedigna de la ley que esto se toma, como dije, según valores establecidos. Es decir que 
si hay una persona que cae en la indigencia en agosto, no va a cobrar $ 1366, sino el equivalente -la gente que 
sabe más que yo en estos temas lo puede explicar en términos técnicos- a lo que en marzo recibiría, porque 
podríamos llegar al absurdo de que por dos años esto no variara. Además, ahí dice que se ajusta por IPC. 


SEÑOR ALONSO.- He encontrado una pequeña simetría entre el monto de ingreso ciudadano - 
establecido en el artículo 4”, que son $ 1.363- y la base condicional para poder acceder al beneficio que 
sí está expresada en pesos. Mi pregunta es por qué no se utilizó la misma base para la determinación de 
la calificación para ingresar al programa. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Es una buena pregunta. Ese tema lo discutimos 
mucho, no así el resto porque en nuestro programa teníamos claramente indicado qué debíamos hacer. 
Pero poner cifras y criterios demandó una larga discusión porque no eran tonterías, eran cosas muy 
serias y debíamos tener un elemento objetivo. Promedialmente, podríamos haber puesto que no 
superara la canasta básica alimentaria. En realidad, lo que tomamos como base para medir la 
indigencia o la pobreza extrema fue la CBA, que representa $ 1.117. Esta cifra se elevó un poco, porque 
si hacemos un cálculo un tanto más ajustado de cuál podría ser la canasta básica de alimentos en la 
vida real -que fue lo que hicimos-, el resultado es más de $ 1.117, y más de $ 800 en el interior del país. 
Por lo tanto, fijamos ese nivel. 


Realmente, fue un punto muy discutido así como qué tomábamos como base. De todos modos, estamos 
hablando de lo que entra en un hogar, en términos de ingreso per cápita. Este es un tema que me importa 
mucho que quede claro, porque se trata de cuánto entra por cabeza para comer todos los meses. 


SEÑOR ALONSO.- Además, las cifras son similares. La cifra por la que se calcula el monto de ingreso 
ciudadano en el artículo 4” es móvil, y la cifra por la que se establece la condición para ingresar al 
programa es fija. Felizmente estamos en una situación de mediano control inflacionario y hablamos de 
un programa a corto plazo. De todas maneras, hay una simetría. Está muy bien la explicación 
brindada por la señora Ministra en el sentido de cómo se arma una cifra y otra. Sucede que se dio la 
coincidencia de que son casi idénticas y quizás hubiese sido más conveniente, en la condicionalidad, 
establecer también la misma base de cálculo que, además, pasaría a ser móvil. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- El señor Diputado refiere a poner la CBA como 
base de cálculo, que también es móvil. Es correcto; creo que podía haber sido así. Insisto: discutimos 
bastante. En un momento determinado dijimos: "Nos da vergiienza la cifra del ingreso ciudadano". 
Nos parecía tan poco que nos daba vergiienza, independientemente de que esto es un complemento y de 
que no estamos hablando de un salario sino de un ingreso ciudadano. Se llama así porque es el ingreso 
al programa.... 


(Murmullos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a los señores Diputados que permitan a la señora Ministra hacer su 
exposición. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- En realidad, tampoco es el único criterio. Esto es 
como un tope. Por ejemplo, si en un hogar entran $ 5.000 y hay diez personas, eso me da una situación 
clarita, nítida; teóricamente no tendría que ir a verificar la situación. Sin embargo, debo hacerlo 
porque nos basamos en declaraciones juradas. 


Debemos tener presente que el Banco de Previsión Social otorga el beneficio de la asignación familiar a 
ciento noventa mil niños y yo sospecho -veremos los datos de la realidad- "grosso modo" que toda es 
población del plan; por lo menos debe serlo un 80%. Pero en esos casos no se va al hogar, no se pide 
documentación para saber los ingresos; como se trata de trabajadores informales no tienen qué aportar. Por 
otro lado, la visita al hogar también es importante porque arroja otros índices; por eso no tomamos en 
consideración solo ingresos. El ingreso puede ser un poquito más, pero como se vive en condiciones tan 
extremas, en realidad, no importa que el ingreso sea mayor. 


Voy a comentar algo que, obviamente, no se puede poner en la ley; de todos modos es una determinación que 
nosotros tenemos. Nuestra preocupación es que nos equivoquemos para abajo, no para arriba. ¿Qué quiero 
decir con esto? Que nos quede fuera gente que está tan excluida que ni siquiera la encontramos. Ese es el 
peor problema que podemos tener. Estamos hablando de una situación muy difícil. Si alguno está un poquito 
más arriba a nivel de ingreso, no importa que quede incluido. Eso no es lo que más me preocupa; sí me 
preocupa sobremanera que quede gente fuera porque no va al Banco de Previsión Social, porque sus hijos no 
van a la escuela, porque no tiene trabajo y nosotros no la contactamos. Por eso salimos a la calle y vamos a 
los refugios. 


La otra noche un viejito vino a dormir a la puerta del Ministerio. Por suerte, pudimos ubicarlo por esa noche. 
A ese señor podemos hacerle el formulario en el refugio y después ir a ver dónde está durmiendo. Vamos a 
salir durante la noche con nuestros equipos, porque esa es la gente que puede quedar sin atención. 


Quiero destacar que nosotros siempre dijimos que la asignación familiar no se contaba. Sinceramente, nos 
dio mucho trabajo que esto se entendiera en el Senado de la República. Hasta el último minuto se hicieron 
consultas telefónicas al Banco de Previsión Social, cada uno por sus vías político partidarias 


Siempre he defendido que la asignación familiar es un derecho de los niños; otra cosa es a cuánto asciende, si 
debería haber topes o qué es lo que debe hacerse en caso de alguien que gane muchísimo. Pero, como dije, en 
esta población que estamos citando no se puede contar. Hay una formulación del proyecto que hoy viene del 
Senado que quiero dejar clara y que la reglamentación especificará, pero el caso no es idéntico al de las 
jubilaciones y pensiones. Las jubilaciones quedaron fuera. En uno de los tantos borradores que había en la 
Cámara de Senadores se exceptuaban las jubilaciones. Eso es un disparate. Una persona podía tener una 
jubilación de $ 10.000 y no se le tenía en cuenta. Reitero: lo único que no se cuentan son las asignaciones 
familiares. 


Después hay otras cuestiones. Por ejemplo, en el caso de una persona mayor que tiene una jubilación muy 
baja y que vive sola -nosotros contamos una olla por hogar-, nos movemos con un parámetro de presupuesto. 


Cuando se me preguntaba por qué no el techo y sí la olla, daba el ejemplo de las dieciséis familias que 
sacamos en Colón. Ahí teníamos más de sesenta personas entre las cuales había cuarenta y un niños. La 
Dirección Nacional de Bomberos nos dijo que en una noche de lluvia la edificación podía caerse y que había 
que sacarlos de allí. Esto muestra el criterio del PANES. ¿Cuál fue el primer paso? Había que sacarlos de ahí 
porque la pared se podía caer, y tuvimos que dejar policías cuidando las pertenencias de la gente, porque era 
todo lo que tenían en el mundo. Esa noche fueron al Saint Bois, un lugar totalmente inadecuado, porque los 
colchones tienen bacilos y por muchas otras razones, pero fue lo que encontramos. A la mañana siguiente los 
sacamos y los llevamos a un salón comunal del Complejo América, pero empezamos a apurarnos porque 
teníamos, por ejemplo, una familia con un niño discapacitado, otra con un niño enfermo de cáncer, etcétera. 
Fue a los primeros que se les adjudicó vivienda, y después seguimos. 


Explico todo esto porque es el proceso de ingreso al Plan, pero hay cosas que deben irse resolviendo. Primero 
está la urgencia, pero no queda ahí, porque si fuera así, el Plan no sirve para nada. Si todo queda en refugios, 
en depósitos de ancianos o en aguantaderos de niños, no sirve para nada. Por eso le llamamos Ingreso 
Ciudadano, porque es el ingreso al Plan. 


Quiero decir a las señoras y a los señores Diputados que tenemos premura para que se vote este proyecto de 
ley debido al Ingreso Ciudadano, no por las otras cosas, que ya las estamos haciendo. Lo que ocurre es que si 
el BPS no quiere violar la ley, hasta que este proyecto no se vote no puede dar la orden para que se ponga en 
marcha el último tramo, que es un sistema que el organismo tiene tercerizado para la emisión de facturas. 
Pero para que el Directorio y las distintas Gerencias den la orden de elaboración y emisión de las facturas, y 
para que el Correo pueda hacer la carta -inscripto en un convenio macro que firmamos con este organismo- 
que será la comunicación a los hogares para indicarles el día en que deberán ir a cobrar, necesitamos la ley. 
De otra manera, el Banco de Previsión Social no puede instrumentar el pago porque no tiene derecho a 
hacerlo. 


Entonces, por el resto del PANES podemos seguir discutiendo, pero precisamos que se apruebe el proyecto 
de ley para poder emitir los recibos. Lo digo con toda sinceridad: es para lo único que lo necesitamos. No se 
trata de que no me importen las opiniones, porque podemos cambiarlo después y seguir modificando todos 
los demás componentes del PANES. Estamos abiertos a propuestas, a críticas, a iniciativas y a colaboración. 


También podría hablar sobre el Plan de Alimentación, pero no hay tiempo. Empezamos a referirnos a este 
tema cuando discutimos la creación del Ministerio y hoy estamos en otra etapa. Estamos trabajando con el 
Banco de la República que va a emitir tarjetas y tenemos un aparato para colocar en los almacenes, y en 
aquellos que no tienen teléfono, sería inalámbrico. Para implementar este sistema, esos comercios deben estar 
al día, y para eso también necesitamos algunos elementos de la reforma tributaria. Lo que ocurre es que si a 
algunos almaceneros no se les baja la presión tributaria no se les puede exigir que estén al día, y si no están al 
día no pueden tener el aparato para pasar la tarjeta del Banco de la República con la que va a ir a comprar el 
protagonista del Plan. Lo que ocurre es que la mayoría de los comerciantes quieren ponerse al día con la 
DGI, y entonces vemos que este Plan tiene otra punta social que es la de formalizar una cantidad de 
comercios, sobre todo en el interior pero también en el cinturón de Montevideo. El problema es que no 
pueden pagar todo lo que deberían para abrir la puerta del almacén. Entonces, ya paso el aviso para otros 
proyectos de ley, por ejemplo, el de la reforma tributaria. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En primer lugar, en la coincidencia o en la discrepancia, quiero 
desear a la señora Ministra el máximo de suerte posible, porque su suerte en esta Cartera, que es una 
Cartera capital, es la de mucha gente muy débil. Entonces, si estas personas pueden tener una 
posibilidad de mejorar su situación, bienvenido sea. 


En segundo término, debo decir que la señora Ministra es sumamente hábil, como hábil parlamentaria que ha 
sido y es. En el mensaje que va emitiendo, al pasar, va generando en torno al pasado una imagen de que 
aquello es tierra arrasada. Con franqueza, por más que la señora Ministra me asiente con la cabeza, aunque en 
muchas cosas no he coincidido con la Administración anterior, sobre todo en los capítulos de políticas 
sociales, tengo la obligación de decir que ni aquello fue tan horrendo ni esto es tan perfecto. Probablemente, 
como siempre, la verdad está en el justo medio; tal vez algunas cosas del pasado se puedan rescatar y algunas 
cosas del presente sirvan para el futuro. Pero me parece que esa bipolaridad, ese maniqueísmo de ver todo 
mal, todo desastroso en el pasado y ahora la llegada del Mesías, es un razonamiento bastante infantil. De 
todas maneras, cada uno tiene el derecho de sentirse el mensajero o el portavoz de la verdad y puede hacer su 
interpretación de las cosas desde lo interno tal como lo entiende pertinente. 


Creo que la Ministra fue muy específica en torno al informe del INE. Sugeriría que todos tecleáramos 
www.ine.gub.uy y encontraremos dos o tres elementos, que tengo la obligación de destacar especialmente 
para esta reunión, porque tenemos un contencioso acerca de la interpretación de las cifras que, como bien 
dice la Ministra, son gente. 


Hay algunas partes del informe al que hizo referencia la señora Ministra que no fueron destacadas. Dice: "En 
general, durante 2004, se ha frenado el crecimiento de la pobreza observado en años anteriores, aunque la 
incidencia de la pobreza extrema se ha incrementado ligeramente. Agrega: "No obstante, la incidencia de la 
pobreza de las personas creció puntualmente en el año 2004 alcanzando, en promedio," -acá está lo 
imperante- "el 31,2% frente al 30,9% registrado en 2003". Sin embargo, esta frase sigue con una nota al pie 
que dice: "Esta diferencia no es estadísticamente significativa, puesto que el margen de error muestral de 
ambas cifras es del orden de un 1%, con lo cual los intervalos de confianza se superponen en casi un 75%". 


Entonces, estamos hablando de universos parecidos. Yo no voy a aplaudir esto, pero no quiero que se diga a 
tambor batiente que estas cifras han aumentado groseramente, porque no es cierto y porque el INE no lo dice. 


A su vez, el documento del INE establece: "Durante 2004 ha habido una fuerte desaceleración del incremento 
de la pobreza observado en años anteriores". Continúa diciendo: "Esto se manifiesta cuando se compara cada 
trimestre contra el mismo del año anterior y, aunque en promedio la proporción de personas pobres ha 
aumentado, se observa una disminución de un 6% entre el cuarto trimestre de 2004 y el correspondiente de 
2003". La traducción del humilde Diputado Abdala es que no solamente viene bajando claramente el ritmo de 
aumento de la pobreza sino que, además, se llegó a bajar en términos absolutos con relación al último 
trimestre del año. 


Ahora estoy interpretando, pero lo que estoy es repitiendo el informe del INE. 


Acá está lo importante en cuanto a la indigencia. Veo que la Ministra está preocupada, y tiene razón en 
estarlo; todos estamos preocupados. Reitero -y no es una galantería parlamentaria- que si le va bien a ella, 
nos va a ir bien a todos en este tema, pero las cifras son como son. 


El informe dice: "[...] el ingreso por perceptor de esos hogares" -en materia de indigencia- "aumentó 
ligeramente en términos reales respecto del de 2003" -como bien dice la señora Ministra y para mí fue muy 
claro- "menos en Montevideo, un poco más en el resto del país urbano". 


Continúa diciendo el informe: "Considerando que, también en términos reales, la línea media de indigencia 
aumentó poco más de un 1% entre los mismos períodos, el efecto neto es de una pequeña ganancia de poder 
adquisitivo que se traduce en el suavizamiento de la incapacidad de estos hogares para alcanzar una 
alimentación adecuada". Esto también lo dice el informe; es la verdad. Por eso digo que no todo lo que viene 
de allá, del mundo que dejamos, es la maldición; no es tierra arrasada. El mismo informe a que nos referimos 
los dos está destacando que, efectivamente, hay algunas mejorías. Tan es así, señora Ministra, que en materia 
de tasa de mortalidad infantil del año 2004, logramos una cifra importantísima, el 13,4%o0; históricamente, el 
nivel más bajo del Uruguay. Esto no lo dice nadie porque ¿quién va a hacer algo de propaganda de los 
tiempos pasados? A nadie le conviene. 


Precisamente, en el departamento de Artigas, la tasa de mortalidad infantil, según estas mismas 
informaciones, bajó cerca de un 50%, es decir, hay un 50% menos de niños muertos que en el año 2003. Digo 
esto porque la información hay que leerla de la manera más objetiva posible y no hay que parcializarla. Si la 
parcializamos y, eventualmente, la ideologizamos, el resultado es malo. Esta era una aclaración que quería 
hacer. Naturalmente, lo que dice el informe es lo que dice el informe. 


Quiero hacer algunas preguntas, con espíritu constructivo. No soy un hombre de mala voluntad; quiero poner 
toda la buena voluntad para que al país le salgan bien todas las cosas. 


El artículo 2” del proyecto de ley hace referencia -como bien decía la señora Ministra- a siete programas. 
Quizás esta no sea la oportunidad, pero creo que, en algún momento, todos, los parlamentarios del Gobierno 
y de la oposición, tenemos la obligación de desglosar estos programas. 


Sería importante -no sé si a través de un anexo o como lo entienda pertinente la señora Ministra- que nos 
hicieran una especie de memorándum, porque es importante que los legisladores, sobre todo los del 
Gobierno, que tienen la carga más pesada de la defensa, y nosotros, que somos el contralor, contemos con 
una información sustantiva del tema. 


Con franqueza, no me parece bueno, como técnica legislativa, que se instrumenten siete programas en un 
proyecto de esta naturaleza y no tengamos noticia de ningún tipo acerca de lo que son; esto también es 
endeudamiento, esto también es deuda. 


Quisiera hacer una pregunta técnica a la señora Ministra. 


El artículo 6* expresa: "[...] Las prestaciones se otorgarán a los hogares cuyos ingresos por todo concepto 
[...]". No capto muy bien -no es picardía- qué quiere decir "por todo concepto". Es decir, si se entiende, por 
ejemplo, que las canastas del INDA van a ser contabilizadas. Me parece importante que se nos explique cuál 
es el nivel de cobertura de la expresión "por todo concepto". Creo que es de orden saberlo. 


Por otra parte, el artículo 7? -creo que hay un error operativo que tenemos que subsanar, tanto los que estén 
en la coincidencia como en la discrepancia- le presta mucho peso al tema de la habitabilidad de la vivienda. 
Estoy seguro que esta es una preocupación de la señora Ministra que, además, lo expresa en su relato. ¿Qué 
pasa con los indigentes que no tienen vivienda? ¿Igual tienen derecho? Habría que ver cuál es la mecánica de 
ingreso, porque la variable de la vivienda no va a estar. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- La respuesta es obvia, pero está bien que quede 
registrada en la versión taquigráfica. 


El índice crítico de la falta de vivienda determina que está incluido directamente en el Plan. Eso es así. 


Mi preocupación fundamental -por qué no decir que también es mi temor- es que se nos escape o no seamos 
capaces de llegar a encontrar a los que, precisamente, están fuera de todo. Es el ejemplo del viejito que 
mencioné hace instantes. Esos son los primeros que vamos a atender. Ya tenemos los equipos armados, 
vamos a salir a los refugios y a buscarlos en la calle. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- No quiero ser reiterativo, pero me gustaría que me aclarara la 
expresión "por todo concepto", si lo entiende pertinente. Además, me gustaría saber si después nos 
pueden informar sobre la metodología que utilizaron para definir el nivel de cobertura a todos los 
beneficiarios. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero hacer una pequeña precisión. 


Creo que está bien que el señor Diputado Washington Abdala haga determinadas precisiones con referencia a 
este último informe -que tengo en mi poder- del INE 2004 y, reitero, es muy posible que tenga razón en 
algunas cifras puntuales que marcó. Lo grave de todo esto es que en nuestro país, desde fines de 1998 a la 
fecha, la pobreza se duplicó. Prácticamente 1:000.000 de uruguayos, la tercera parte del país, está en 
situación de pobreza. Más allá de porcentajes puntuales -de un 1% o un 2% más o menos-, lo más grave es 
que la indigencia también se duplicó. En este momento hay más de 100.000 uruguayos en situación de 
emergencia y eso realmente destroza el corazón de todas las legisladores y los legisladores que estamos aquí. 


SEÑOR POSADA.- Es positivo tener oportunidad de intercambiar opiniones, sobre todo contar con un 
asesoramiento de primera mano respecto a las propuestas que, en este caso, eleva el Poder Ejecutivo. 


En primer lugar, quiero señalar que, a mi juicio, este proyecto de ley es inconstitucional. Quiero decirlo muy 
claramente. Es un proyecto de ley que tiene naturaleza presupuestal y, en consecuencia, debió enmarcarse 
dentro de lo que prevé el inciso final del artículo 214. 


La Constitución de la República establece que dentro de los primeros seis meses de cada año el Poder 
Ejecutivo puede elevar a consideración del Parlamento la Rendición de Cuentas y establecer allí lo que 
determina este artículo 214: "[...] pudiendo proponer las modificaciones que estime indispensables al monto 
global de gastos, inversiones y sueldos o recursos y efectuar creaciones, supresiones y modificaciones de 
programas por razones debidamente justificadas". Acá indudablemente se están creando programas en el 
marco de lo que fue la ley que creó el Ministerio de Desarrollo Social. En ese sentido, queremos señalar este 
aspecto formal pero, obviamente, no por ello dejaremos de considerar la propuesta que nos viene del Poder 
Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo está dentro de los plazos para enviar al Parlamento la Rendición de Cuentas y las 
modificaciones presupuestales que estime convenientes. Esas modificaciones presupuestales podrían estar 
solucionando algunas de las cosas que nos ha planteado la señora Ministra. Nos referimos a las carencias en 
materia de recursos humanos que tiene ese Ministerio recién creado para atender los cometidos establecidos 
en su propia ley de creación. 


Por otra parte, quisiera hacer una consulta con respecto a la estructura del proyecto, porque de su análisis 
surge que los artículos 1%, 2*, 7%, 8%, 11 y 12 refieren al Plan de Atención Nacional de la Emergencia Social y 


ordenar este proyecto. Nos parece que habría sido más lógico que se establecieran primero todos los artículos 


con referencia al PANES -y que son de carácter general- y luego los que se refieren exclusivamente al 
Programa de Ingreso Ciudadano. 


Otra interrogante tiene que ver con algo que no está exactamente contemplado acá, pero que a nuestro juicio 
guarda directa relación con este proyecto que nos envía el Poder Ejecutivo. Me refiero a la posibilidad de 
contar con una evaluación exacta de cuál es el grado de cumplimiento -si es que hubo alguno- de la Ley 

N? 17.558 que estableció la extensión del beneficio de asignaciones familiares a los hogares con niños cuyos 
padres no tengan un empleo formal. Cuando se votó esta ley nosotros establecimos nuestras dudas con 
respecto a que esto pudiera implementarse, en la medida en que los fondos con los cuales se iba a financiar 
tenían que ver con los fondos de recuperación bancaria. A efectos de un análisis claro de esta situación, 
deberíamos saber si después de la aprobación de esta ley hubo algún grado de cumplimiento y si, en 
definitiva, hay familias u hogares con hijos menores de dieciocho años que reciban hoy este beneficio. 


También queremos realizar una consulta con relación al artículo 1? de este proyecto de ley. Este artículo dice: 
"Declárase la situación de emergencia social, como consecuencia de las dificultades de inserción social [...] 
comprobadas por los indicadores de pobreza e indigencia elaborados por el Instituto Nacional de Estadística". 
Lo primero que todos debemos saber es que el trabajo al que hicieron referencia la señora Ministra y el señor 
Diputado Abdala es una encuesta y como tal es una estimación; no se constata, simplemente se estima. Por 
tanto, la información a la cual hace referencia el artículo 1” surge de un estudio estadístico. Reitero que los 
valores que se manejaron acá son estimaciones que, obviamente, permiten estimar el comportamiento de la 
población, pero son encuestas como las que se hacen para determinar los votantes y el apoyo de los partidos 
políticos para las elecciones de este fin de semana. En este caso, permiten estimar cuánta población está en 
uno u otro sector; cuánta es indigente y cuánta está por debajo de la línea de pobreza. También, me parece 
que hay que señalar un aspecto importante a considerar: las estimaciones por la línea de ingresos, son 
indicadores llamados de primera generación; obviamente, hay otra información que no está arriba de la mesa. 
Por ejemplo, cuando se estima la indigencia -y en esta encuesta de hogares se lo hace en función de los 
ingresos de cada núcleo familiar-, lo que se está tomando es el ingreso efectivo al hogar. Consecuentemente, 
si hay prestaciones en especie por parte del Estado eso no se está incluyendo. Sí se está incluyendo las 
asignaciones familiares, pero no se consideran canastas u otro tipo de beneficios. Digo esto porque bien vale 
tener claro que cuando se habla de indigencia se lo hace en función del ingreso, en forma exclusiva, y no se 
toman en cuenta otras formas de prestación no pecuniaria, con las cuales quizás estén llegando a los hogares 
las políticas sociales que se vienen desarrollando en la actualidad y que también se han llevado a cabo 
antiguamente por parte del Estado. 


En la medida en que acá se definen nuevos programas, queremos saber respecto de cada uno de los que se 
establecen en el artículo 2” -Plan Alimentario Nacional (PAN), Programa Emergencia Sanitaria, Programa de 
Ingreso Ciudadano, Programa Educación en Contextos Críticos, Programa Empleo Transitorio, Programa 
Asentamientos Precarios y Pensiones, Programa Alojamiento a las personas en situación de calle-, cuáles son 
sus objetivos y sus metas, cuál es la población objetivo que buscan atender y cuáles son los objetivos 
estratégicos. 


En el artículo 11 se hace referencia a las erogaciones, pero están fijadas con carácter general. Nos parece 
lógico que se nos informe cuánto es la asignación de estas erogaciones para cada uno de los programas y 
cuánto se piensa gastar. En definitiva, queremos saber cómo se distribuyen esas erogaciones en cada uno de 
los programas previstos en el artículo 2* y que conforman el Plan de Atención Nacional de la Emergencia 
Social. 


Con respecto a las contrapartidas que se establecen en el artículo 8%, quisiéramos saber quién va a controlar 
su cumplimiento y cuál es el carácter que se da a la definición de participación en actividades comunitarias. 
De acuerdo con lo que leímos en la versión taquigráfica de la única reunión que hubo en la Comisión del 
Senado, no tenemos que confundir esto con el programa del empleo transitorio donde queda claro que si 
existe empleo transitorio no hay ingreso ciudadano. Me parece que esto es muy importante y creo que la 
señora Ministra, de alguna manera, se refirió a ello. En todo caso, cuando se nos expliquen las características 
del Programa de Empleo Transitorio va a quedar más claro cuál es la participación en actividades 
comunitarias, que aquí se incluyen, como una contrapartida para el acceso al Plan de Atención Nacional de 
Emergencia Social. En la medida en que esto refiere al carácter general del proyecto, no sé si específicamente 
hay contrapartidas en el caso del ingreso ciudadano. En ese sentido, quisiera saber cuáles son. Algunas 
surgen claramente del artículo 8%, las cuales se aplican con carácter general. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Antes que nada quisiera hacer una aclaración. 


No creo haber hecho un planteo escandaloso al pretender conocer, ayer en la Comisión, la efectiva 
operatividad de un plan que me parece muy importante. Los legisladores y legisladoras que trabajaron con 
nosotros en la Legislatura anterior saben que hemos propiciado y estimulado la creación de un Ministerio de 
estas características y que somos de los que queremos que esto salga bien. Nuestro deseo es contribuir, entre 
otras cosas, a dar herramientas y todos los instrumentos legales a este Ministerio de reciente creación - 
sabiendo que no es fácil llevar adelante la conformación de una Cartera de estas características- que le 
permitan, en la práctica, cumplir con su tarea lo más eficazmente posible. Si hay Ministerios cuyos efectos se 
van a notar en la calidad de vida de la población, este es uno de ellos. Por eso, no queremos dar una 
herramienta jurídica a los solos efectos de que se expida un recibo sino que deseamos que la señora Ministra, 
su equipo de colaboradores y, sobre todo, los beneficiarios, tengan las garantías de que estarán cubiertos con 
la certeza jurídica que quienes estamos aquí tenemos la obligación de dar. 


Reitero que no creo haber hecho ningún escándalo, ni planteamiento escandaloso, haciendo venir a quienes 
me van a brindar la garantía de que, efectivamente, la herramienta que daré a la Ministra será operativa. 


Hecha esta aclaración, me gustaría hacer alguna consulta para conocer la opinión de la señora Ministra. 


Creo que uno de los temas más importantes en cuanto a las políticas sociales, desde una concepción moderna, 
es tener una mirada estratégica en el momento de su elaboración. Según las miradas modernas, los programas 
y proyectos sociales se gerencian. El concepto de gerenciamiento va desde la elaboración estratégica de 
cualquier programa o plan, el monitoreo de ese plan para saber si efectivamente lo que estamos haciendo está 
llegando a quienes queremos que llegue, e ir trabajando en términos de equidad. En ese sentido, me gustaría 
saber cómo se va a gerenciar este plan, quién lo va a hacer, cómo y qué etapas sucesivas de monitoreo y 
auditoría se van a realizar. No me refiero a auditorías en términos económicos solamente, sino a la auditoría 
del fiel cumplimiento y de los efectos de este plan. Digo esto porque creo que a este plan -reitero que lo 
considero de mucha importancia- es preciso dotarlo de un gerenciamiento específico por algo que dijo la 
señora Ministra. Ella sabe -porque se lo he dicho en oportunidad de la creación del Ministerio- que no me 
gusta mucho fijar plazos en políticas sociales ya que luego van apareciendo problemas en el funcionamiento 
de los programas. Aquí está definido que este programa va a durar dos años. Leí atentamente que, en esa 
reunión que la señora Ministra mantuvo con los estudiantes de la Facultad de Ciencias Sociales, ella dijo que 
su principal preocupación es construir rutas de salida de trabajo, lo cual comparto porque será lo que 
permitirá que este plan dure dos años. 


Concretamente, quisiera saber cómo será ese gerenciamiento. Haber definido en este proyecto de ley cada 
uno de los programas del Ministerio hubiera sido de buena práctica legislativa y, además, dar una herramienta 
de estas características favorecería el trabajo de la señora Ministra. Ya que vamos a tener una ley que primero 
declara la emergencia -es muy importante que en un texto normativo figure la declaración de emergencia, 
creo que está bien definir el plan y cómo está constituido. Ahí se está siguiendo un hilo conductor importante 
como técnica legislativa. Después de describir los programas o sus componentes se define uno que es el de 
ingreso ciudadano, pero no el resto. Me parece que hacerlo hubiera sido una buena técnica legislativa que le 
habría dado al Ministerio un orden en este texto normativo. 


Por otro lado, quisiera consultar acerca de la operativa de este plan. Nos preocuparon ayer algunos 
trascendidos de prensa que decían que había determinada cantidad de formularios en el Banco de Previsión 
Social -comparto que sea el BPS el organismo que recopile esta información; me parece que fue acertada la 
decisión- y que no hubo un número suficiente de digitadores para ingresarlos, por lo que no todos los 
inscritos estarían en condiciones de cobrar el primer mes. No sé si esa información es cierta o no, pero me 
parece que estaríamos manejándonos con inequidades, ya que si debido a un problema de la Administración 
no se pueden ingresar todos los formularios, unos van a cobrar el ingreso ciudadano y otros no. 


Quisiera hacer una consulta para que la señora Ministra la tenga en cuenta. En el segundo inciso del 

artículo 4”, cuando refiere a lo que se considera hogar y a la forma de su integración, se usa la expresión 
"vinculadas por lazo de parentesco". La normativa civil establece el lazo de parentesco por afinidad o 
consanguinidad. Hay que tener cuidado con esto por los concubinatos, porque en este caso no hay parentesco 
por consanguinidad ni por afinidad. Esto me preocupa porque ustedes conocen -las legisladoras lo sabemos 
muy especialmente- el alto índice de concubinatos que hay en este país. Si esta definición se considera 


estrictamente, teniendo en cuenta la normativa del derecho civil, se estarían dejando de lado los 
concubinatos. Estoy diciendo esto porque la preocupación me surgió con la simple lectura; de pronto estoy 
equivocada y esto se puede subsanar por la vía de una reglamentación. 


Por último, me interesa saber cómo es el intercambio con el Ministerio de Economía y Finanzas. Hago esta 
consulta porque uno de los argumentos que me llevó decididamente a votar y seguir apoyando una Cartera 
ministerial de estas características es que alguien de igual rango puede hablar sobre estos temas con el 
Ministro de Economía y Finanzas. El éxito de este plan pasa porque a los dos años esas bocas de salida de las 
que habla la señora Ministra vayan habilitándose de distintas formas. La verdad es que dos años pasan muy 
rápido y nosotros conocemos el nivel de pobreza y de indigencia que tiene que enfrentar un programa de 
estas características. Por eso nos gustaría saber cómo se va a instrumentar esta vinculación con respecto a las 
salidas que la señora Ministra menciona y que nosotros compartimos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Nos sumamos a la bienvenida de la señora Ministra. Quiero hacer una 
valoración sobra la jornada de trabajo que estamos teniendo en este momento, a la cual le asigno una 
importancia enorme por una razón muy sencilla: hoy estamos empezando a considerar un proyecto de 
ley que tiene media sanción, porque ha sido aprobado por el Senado de la República. Lo que resulte de 
la jornada de hoy, y por supuesto de las que vendrán -el lunes está previsto que la Comisión vuelva a 
sesionar-, será determinante a los efectos de que madure o no una posición favorable de nuestra parte 
para acompañar y decidir nuestro voto afirmativo por este proyecto de ley. 


Dicho esto, quiero aclarar que nuestro talante es el de procurar llegar a una conclusión favorable en términos 
de coincidir con la propuesta del Poder Ejecutivo, reformulada en el Senado y con el proyecto que tenemos a 
consideración. El Partido Nacional aún no ha definido una posición -esto empieza hoy- a nivel de su bancada 
parlamentaria con relación a cuál será la actitud cuando llegue el momento de definir el voto a favor o en 
contra del mismo del proyecto. 


Sin perjuicio de ello queremos adelantar nuestra voluntad de avanzar en el sentido de lo propuesto y de los 
contenidos de esta iniciativa legislativa que tenemos a consideración. 


Oportunamente, con independencia de este proyecto de ley, el Partido Nacional apoyó al Plan de Emergencia 
Social, aprobando la creación del Ministerio de Desarrollo Social. 


Mi sector político en el Senado de la República formuló -creo que eso ambienta y favorece las posibilidades 
de que avancemos en cuanto a una coincidencia con el proyecto de ley- una serie de propuestas por la vía de 
artículos sustitutivos y aditivos que fueron contemplados en la Comisión. Esto demuestra la necesaria 
receptividad a la hora de procurar las coincidencias y los entendimientos pero, naturalmente, para quienes 
integramos esta Cámara el análisis empieza de cero y en el día de hoy con la presencia de la señora Ministra. 
Empieza en el contexto de un apoyo genérico a este impulso, a esta iniciativa del Gobierno que vale la pena 
que respaldemos, como lo hemos venido haciendo en el marco de un apoyo crítico -si se me permite el 
término-, lo que tal vez defina nuestro posicionamiento político con relación a este tema. 


Para poder llegar a coincidir con la voluntad legislativa y aprobar este proyecto de ley -el tiempo dirá cuáles 
son las jornadas de trabajo parlamentario que vienen y en qué momento esto estará pronto para ser votado por 
la Comisión y el plenario- se hace indispensable evacuar una serie de dudas que queremos trasladar a la 
señora Ministra y al Poder Ejecutivo. 


Asimismo, después trasladaremos otras dudas al Directorio del Banco de Previsión Social, cuya concurrencia 
estaba prevista para el día de hoy, y a los demás invitados y asesores, como al Ministerio de Economía y 
Finanzas, que asistirá el próximo lunes. 


Me sumo al requerimiento de información con relación al plan de atención a la emergencia social con sus 
diversos componentes y con sus distintos programas que, como se ha dicho -esto es verdad-, no están 
definidos y respecto de los cuales ha habido información muy fragmentada a través del tiempo; esto no es 
una crítica sino una constatación. 


Entiendo que la señora Ministra ha venido construyendo estos conceptos y avanzando en la definición de 
estos programas sobre la marcha de su acción y del desarrollo de su política en el ámbito del Ministerio. Pero 


está claro que para nosotros, los legisladores, a la hora de aprobar y autorizar al Poder Ejecutivo a invertir 
recursos -que conceptualmente decimos que están bien invertidos, de acuerdo con los objetivos y fines que se 
persiguen-, por su envergadura y su monto, el más mínimo sentido de la responsabilidad legislativa nos lleva 
a procurar la mayor y más precisa información en cuanto a los destinos, programas y a la forma de 
implementar e invertirlos, naturalmente con la relatividad que surge del hecho que estamos legislando o 
hablando en teoría. Después la práctica se compadecerá con lo que la ley dice, pero procuraremos establecer 
mecanismos para que haya una relación que sea lo más directa y equilibrada posible entre lo que previmos en 
el texto normativo y lo que surja de la realidad de las cosas. Tal vez esa instancia no sea la de hoy, 
oportunidad en la que la señora Ministra ha hecho una muy completa exposición con relación a todos los 
aspectos generales que hacen a esta propuesta. Quizá el mecanismo sea enviarnos alguna información 
documental o un resumen más o menos esquemático con relación a los contenidos y alcances de cada uno de 
estos programas. 


La señora Ministra ha hablado de muchas cosas, todas ellas interesantes y muchas compartibles. Se refirió a 
distintos emprendimientos e ideas vinculadas con aspectos que tienden a la mejora de la condición social de 
la gente más necesitada. Hemos oído hablar de campañas vinculadas con la obtención de la Cédula de 
Identidad, hasta de proyectos para trabajar la tierra o relacionados con la lucha contra la drogadicción. 


Cuando analizamos este proyecto que destina US$ 70:000.000 para este año -por los cálculos que hemos 
hecho- y US$ 100:000.000 para el próximo, no tenemos claro cómo se sistematizan y se estructuran todas 
esas ideas y propuestas en estos siete programas que prevé el artículo 2”. No decimos que esto sea insalvable, 
pero desde el punto de vista de la función legislativa hay una carencia que aspiramos a que se solucione en el 
curso de este proceso que empieza hoy con el trabajo de la Comisión y que terminará cuando este proyecto 
de ley ingrese al plenario de la Cámara de Diputados. Ese es el primer aspecto que queríamos consultar, 
reiterando y reforzando lo que han planteado los colegas en la misma dirección. 


El segundo aspecto tiene que ver con un tema que también ha estado planteado y que ha sido noticia en las 
últimas horas, a través de las aparentes denuncias -lo confirmaremos cuando el gremio de la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social comparezca el próximo lunes- que los funcionarios habrían formulado 
con relación a la lentitud, al retraso o a las dificultades que habría en este momento para la inscripción en el 
Plan de Emergencia en el ámbito del Banco de Previsión Social. Públicamente se habló de que el Plan está 
estancado por falta de digitadores, que ha habido desinterés de parte de los organismos del Estado para 
colaborar, que los plazos no se cumplirían ni remotamente -no son palabras mías sino de quienes han 
formulado estas denuncias recientemente a través de la prensa-, que las computadoras quedan apagadas 
porque no hay quien trabaje en ellas, etcétera. 


Por cierto, la señora Ministra no eludió este tema en la exposición inicial y quiso trasmitirnos tranquilidad, lo 
que me parece bueno y en cierta medida lo logró, pero me surgieron algunas dudas adicionales con relación a 
esto. 


Creo haber entendido bien cuando la señora Ministra expresó que hasta este momento hay setenta mil 
inscriptos, de los cuales sesenta y tres mil ya se habría verificado que están por debajo o dentro de los límites 
económicos que prevé el Plan, pero de esa cifra solo quince mil están calificados, aunque aún no ingresados 
en el sistema. Me gustaría que se me precisara esto. 


Sean esas las cifras -u otras-, parecería claro que en esta materia estamos padeciendo un retraso. Frente a esta 
denuncia que se formuló anteayer, la señora Subsecretaria de Desarrollo Social en el día hoy reconoce a 
través de la prensa con una gran honestidad -eso es palabra oficial- que se necesita una mayor rapidez en la 
digitación, de manera que parece que hay algún problema con los digitadores. 


No digo que esto sea motivo suficiente para que no acompañemos este proyecto de ley; lo que digo es que si 
hay un retraso tampoco hay que dramatizar y me interesa saber si es definitivo o subsanable y en qué tiempo, 
por las razones que aquí se han invocado. Estamos destinando US$ 100:000.000 para el año que viene y 
US$ 70:000.000 para este año a partir de la aprobación de este proyecto de ley y es obvio que ese esfuerzo 
económico del Estado -que es gigante por definición pero que está justificado también por definición- debe 
llegar a quien corresponda con un sentido de equidad. 


Si la población objetivo son más o menos 200.000 compatriotas en situación de indigencia, está claro que ni 
uno solo debería quedar fuera, porque estoy seguro de que es el propósito del Ministerio de Desarrollo Social 


y del Poder Ejecutivo, y en ese sentido se está trabajando. 


Pero no alcanza solo con la idea y con el propósito, sino que debemos tener claro que su implementación nos 
va a conducir a la finalidad que se está persiguiendo. 


Refuerzo esto con afirmaciones recientes de la señora Subsecretaria de Desarrollo Social en cuanto a que esa 
lentitud -más o menos esperada o inesperada- a la hora de la inscripción y de la implementación del Plan, 
estaría llevando a que empezáramos por un 20% de esa población objetivo, lo que para nosotros tampoco es 
excluyente para definir si aprobamos este proyecto de ley. Como decíamos antes, nos preocupa si ese 20% se 
va a anotar en ese segmento parcial por definición del universo total o si en un plazo razonable -que no serán 
dos años porque ese es el fin del Plan de Emergencia, sino mucho antes- llegaremos al 100% de la población 
objetivo que el Plan de Emergencial Social y el Poder Ejecutivo tienen previsto atender. 


Lo tercero que queremos plantear tiene que ver con los aspectos formales y de constitucionalidad que aquí se 
han mencionado. Interpreto que si bien pudiera reputarse que en el artículo 11, que aprueba la asignación de 
los recursos, podría haber alguna carencia de carácter formal de acuerdo con las previsiones constitucionales, 
esta sería subsanable y la tenemos que subsanar. 


El artículo 86 de la Constitución -que aquí no fue citado- prevé, en su segundo inciso -como bien señala la 
señora Ministra-, la oportunidad de que por fuera de las leyes presupuestales, las leyes ordinarias que asignen 
gastos para el Tesoro deben indicar los recursos con que serán cubiertos. 


SEÑOR POSADA.- El segundo inciso del artículo 86 establece exactamente eso, pero el primero 
dispone que cualquier aumento así como la autorización para los gastos se hará mediante las leyes de 
presupuesto. Esto, inevitablemente, debió recorrer el camino del Presupuesto Nacional, lo que no se 
hizo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Tal vez en este aspecto que es de carácter formal tengamos diferencias 
de interpretación con el señor Diputado Posada. Creo que hay una carencia constitucional en el 
proyecto, pero que es subsanable en la medida en que tomemos como válido que el sistema político, el 
Poder Ejecutivo -con iniciativa indispensable y en su condición de colegislador- y el Parlamento, de 
acuerdo con la facultad que le otorga la Constitución, aprueben gastos a través de leyes específicas, lo 
que surge con claridad del segundo inciso de este artículo. 


También me parece claro que la ley que determine esos gastos disponga claramente cuál es la fuente de su 
financiamiento, lo que el artículo 11 no establece. Simplemente se limita a imputar a Rentas Generales los 
gastos previstos para este año y para el que viene. 


Se ha hablado públicamente de que el Plan de Emergencia se financiaría en lo inmediato con los ahorros 
generados por gastos e inversiones del Poder Ejecutivo decretados en los últimos días y el año que viene, 
según tengo entendido -la señora Ministra me aclarará este tema-, a través de los mecanismos de 
financiamiento externo. Pero sea ese u otro el mecanismo de financiamiento, eso debería estar recogido a 
texto expreso en el artículo 11 que estamos considerando. 


Este es el tercer aspecto que queríamos preguntar a la señora Ministra, lo que también preguntaremos al señor 
Ministro de Economía y Finanzas, más allá de que su respuesta sea satisfactoria, concluyente y suficiente. 


El cuarto aspecto tiene que ver con una cuestión que también se ha manejado acá que es, ni más ni menos, el 
gerenciamiento del Plan de Emergencia. Esto nos preocupa a todos y sin ninguna duda implica por definición 
un desafío enorme para la señora Ministra, para el Ministerio de Desarrollo Social, para el Poder Ejecutivo y 
para todo el sistema político porque debemos encarar esto como una cuestión que nos compromete a todos. 
En la medida en que aprobemos este proyecto de ley, por cierto que el Parlamento quedará directamente 
involucrado en este asunto. Hasta ahora hemos aprobado la creación de un Ministerio; esta será la primera 
vez que aprobaremos formalmente la implementación del Plan de Emergencia. 


En cuanto al gerenciamiento, creo que este proyecto de ley adolece de una carencia. El artículo 12 establece - 
y me parece absolutamente insuficiente- que el Ministerio de Desarrollo Social brindará información a la 
Asamblea General en forma semestral. Si la solución fuera esa, considero que la periodicidad es bastante 


insatisfactoria. Para un tema de esta envergadura, para el nivel y el monto de los recursos que estamos 
aprobando y que habrán de invertirse y más allá de los mecanismos habituales de contralor y de 
relacionamiento que tenemos en esta Comisión Especial que se ha creado, entiendo que el Poder Ejecutivo 
debería informar con más periodicidad. 


Digo esto no solo por la relación del Poder Legislativo con el tema, sino también por la propia marcha del 
Plan de Emergencia. Esto lo digo en tono de contribución. Creo que el proyecto debería prever la creación de 
una Comisión de seguimiento del Plan de Emergencia Social. Oportunamente vamos a presentar un artículo 
aditivo en ese sentido para que intervengan todas las partes involucradas o todos los organismos públicos 
relacionados con el Plan de Emergencia, que no es solo el Ministerio de Desarrollo Social, sino también el 
Banco de Previsión Social, el Ministerio de Salud Pública -por los planes vinculados con la salud previstos 
aquí- y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Entiendo que en una obra, en un proyecto y en un desafío de esta envergadura, sería deseable y razonable que 
un comité técnico de seguimiento monitoreara la marcha de este Plan, no solo por una necesidad de control, 
sino también por la necesidad de que sobre su propia ejecución se puedan ir formulando los correctivos y 
ajustes que contribuyan al mejor desarrollo y al mejor final de este Plan de Emergencia que por definición 
legal se desarrolla a término porque está previsto que se cumpla en el plazo de dos años. 


Creo que esta es una carencia que tiene el proyecto y en ese sentido oportunamente vamos a presentar un 
artículo aditivo en función de que hemos advertido en el Senado de la República el buen talante y la buena 
disposición a recibir sugerencias, ya que fueron incluidas prácticamente todas las propuestas de nuestro 
sector, lo que valoramos y debemos dejar constancia de esa buena receptividad que facilita las cosas y 
ambienta las mejores soluciones. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera hacer una aclaración, un comentario y una pregunta a la señora 
Ministra. 


Comienzo con el reconocimiento por la pronta comparecencia de la señora Ministra a la Comisión de la 
Cámara. Creo que debemos aprobar con la mayor celeridad posible este proyecto que, como bien se decía, 
están esperando muchos uruguayos que están viviendo en situaciones muy críticas. Esa urgencia está 
marcada, sobre todo por la situación que vive el país que muy bien reconoce el artículo 1* del proyecto de ley 
como una situación de emergencia. Precisamente, quería aclarar que no me parece oportuno ingresar en una 
discusión de detalles estadísticos cuando es tan abrumadora y contundente la situación de emergencia social 
que vive el país. Así la destacamos cuando creamos por ley el nuevo Ministerio. 


No quiero ingresar en ese debate, pero simplemente deseo poner un ejemplo que es la situación de los niños. 
De toda la situación bastante crítica que padece la sociedad uruguaya esa es una de las cosas más lastimosas. 
En el año 1991 ya planteábamos como fuerza política la necesidad de atender esta situación porque había un 
41% de niños bajo la línea de pobreza. Luego evolucionamos a un triste 50% en 1999, cuando ya propusimos 
el primer Plan de Emergencia Social. En el año 2003 llegamos a un 57% de niños viviendo por debajo de la 
línea de pobreza. Es decir que lo primero que está claro es la situación realmente dramática que tenemos que, 
lamentablemente, no solo no se ha corregido en el último registro del Instituto Nacional de Estadística, sino 
que se ha mantenido y, desde nuestro punto de vista, acentuado. 


En segundo lugar, creo que es totalmente legal el proyecto que estamos considerando no solo por lo dispuesto 
en el artículo 86 de la Constitución sino porque entiendo que la propia ley de creación de este Ministerio 
naturalmente dejó prevista y abierta la posibilidad para que se hiciera lo que ahora se dispone en este 
proyecto. 


Recuerdo haber apoyado esto en oportunidad de su discusión en Cámara diciendo que sería poco coherente 
aprobar la creación de un Ministerio y no disponer los mecanismos legales para que se provea de los recursos 
necesarios para su funcionamiento y para llevar adelante sus objetivos. 


El comentario que quería hacer a la señora Ministra tiene que ver con que efectivamente creo que es muy 
importante lo que ha dicho sobre la asignación familiar. Venimos de una recorrida por el interior del país, 
estuvimos en lugares realmente muy pobres y nos encontramos con que la gente nos dice: "Nos dijeron que 
no nos anotáramos en el Plan de Emergencia porque íbamos a perder la asignación familiar”. No fue un caso 


sino varios, en Cainsa, en Calpica y en distintos lugares de departamento de Artigas donde veíamos la 
necesidad imperiosa de que esa gente ingresara al Programa. Por ello, me parece muy importante el énfasis 
que dio la señora Ministra a este tema. Compartimos y exhortamos que se difunda porque realmente se está 
manejando mal esta situación. 


Por otro lado, quiero plantear una cuestión de orden. En la sesión pasada exhortaba y quiero reiterarlo en que 
nos concentremos en el análisis del marco normativo y en que tengamos capacidad de diferenciar lo que es la 
instrumentación del Plan, cuyos aspectos sin duda tendremos oportunidad de ir considerando en esta 
Comisión, por supuesto con el análisis de los distintos planes y de los diferentes aspectos instrumentales. 


Quiero agradecer a la señora Ministra porque aclaró lo sustancial de las dudas que se plantearon en la sesión 
pasada. 


Por último, quiero hacer una pregunta: me gustaría saber si el Parlamento está contribuyendo con 
funcionarios, si esto es posible y si esto se está dando; de lo contrario, manifestamos nuestra voluntad de 
impulsar la idea de que nosotros también colaboremos con esta situación. 


Así que, señor Presidente, exhorto a aclarar las dudas con la intervención de la señora Ministra y a abocarnos 
rápidamente al tratamiento del proyecto. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Es por lo menos una tranquilidad para mí poder hablar con la señora 
Ministra ya que en otra oportunidad no tuve acceso a conversar sobre estos temas que tanto preocupan 
a todos los uruguayos. 


Espero que haya recibido el material que le hice llegar; quizás ello le pueda allanar en algo el camino de la 
emergencia de estos compatriotas que hasta el día de hoy no han sido conectados, y ni siquiera han sido 
llamados por el Ministerio que usted dirige. Para todos nosotros, la emergencia social es un tema muy 
importante y le quería hacer saber que entiendo que no ha sido su responsabilidad y tampoco la mía el hecho 
de que estos compatriotas estén en la situación que están. Ayer se hablaba del marco legal que se quiere dar al 
PANES y nos preocupa que no sea aplicable como nosotros pensamos. Votamos convencidos la creación del 
Ministerio de Desarrollo Social porque creíamos que era la herramienta para instrumentar rápidamente el 
PANES, pero no ha sido así y por eso no queremos cometer otra vez el mismo error. 


Tengo varias dudas sobre el proyecto. No soy abogada ni tan idónea a la hora de redactar un proyecto de ley. 
Como bien dijo algún Ministro, estoy en la etapa de aprendizaje, como está el Gobierno. Para mí esto 
significa leer lentamente cada palabra porque siento la responsabilidad de lo que estamos haciendo cuando 
diseñamos un proyecto de ley, cuando levantamos la mano para sancionar una ley, para saber hasta dónde 
llega. Desgraciadamente, a veces no tenemos muchos asesores que nos digan qué es lo mejor o a veces no 
coincidimos con ellos porque no son los más idóneos para que las cosas lleguen a la gente de la mejor forma; 
a veces es necesario vivir las situaciones. 


Tengo dos o tres preguntas para formularle y pido disculpas si es que ya dio la información al respecto y yo 
no le entendí. 


¿Qué pasa después de los dos años con esta gente si no pudimos llegar al objetivo formulado? ¿Qué pasa con 
la gente que cae en situación de indigencia un mes antes de que cese la ley? ¿Qué pasa con las jubilaciones 
que son menores a $ 1.300? Pregunto esto porque, por lo que pude leer aquí, son pensiones a la vejez y por 
invalidez y me quedó la duda con respecto a este tema. 


Me gustaría, ya que nombró algunos lugares del interior, que dijera cuáles fueron los barrios que recorrió en 
Montevideo o a los que pertenecen las personas que se presentaron. 


¿Qué pasa cuando uno presenta al Ministerio cuatro o cinco casos muy graves en un asentamiento? ¿No sería 
conveniente recorrerlo todo a fin de captar, no con respecto a cuatro o cinco personas, sino las cincuenta que 
quizás estén en la misma situación? En este sentido, recordamos el caso que yo le hice conocer: esas cuatro o 
cinco personas que encontramos en una situación que seguramente ya ha constatado; estoy segura de que no 
la desconoce. Entonces, en esa línea de razonamiento puedo decir que estoy segura de que de haber ido a 
otras casas hubiera encontrado una situación similar. Entonces, me pregunto si no es conveniente que caiga 


en ese lugar todo el aparato de gente que está trabajando o por lo menos su mayoría para hacer una visita a 
ese barrio que, en general, debe estar en una situación similar a las familias cuyos datos yo le envié. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Perdón, señora Diputada, ¿a qué aparato se está 
refiriendo? 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Por ejemplo, los asistentes sociales, los voluntarios o los estudiantes, es 
decir, los que estén yendo a los barrios. Por lo que he leído, son ellos los que están haciendo la 
investigación. Entonces, deben conformar un equipo que trabaja. Irán dos o tres o, tal vez, vaya uno 
solo aunque pueda ser bastante complicado concurrir a un barrio donde viven alrededor de 200 
familias. Supongo que debe ser un equipo de gente, inclusive, hasta por la inseguridad que se vive en 
esos barrios, desgraciadamente. 


Quizás la palabra "aparato" no sea la correcta; sería más adecuado referirnos a "equipo de trabajo" o a 
"asistentes". 


Creo que es importante que se vaya a los barrios cuando uno acerca información de cómo están viviendo 
algunas personas. Tal vez sean pocas las personas que están desempeñándose en el Ministerio y éste no 
cuente con el equipo necesario para la situación de emergencia que se vive como para recorrer todo lo que se 
necesita. Realmente, desconozco cómo se está manejando todo esto. 


Con respecto al artículo 2”, me hubiese gustado tener mejores explicaciones con respecto a los programas y al 
plan, de la misma manera en que se especifica con gran claridad el programa de ingreso ciudadano. Entonces, 
me gustaría saber cómo se desarrolla y funciona el plan de desarrollo alimentario nacional, por ejemplo. En 
mi humilde opinión, lo veo más asociado a INDA y me parece que se podría estar haciendo un trabajo 
paralelo. Creo que es un elemento importante a tener en cuenta. 


La señora Ministra hablaba del barrio Colón y señalaba que habían tenido que ir a retirar 16 familias con más 
de 40 niños -quizás este tema no tenga que ver con el marco legal, como decía algún compañero Diputado, 
pero temo no tener otra instancia para plantearle esta duda-, y entonces yo me pregunto: ¿no hay un vínculo 
directo con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ya que el Subsecretario 
había dicho que había más de 5.000 viviendas vacías y que era inadmisible que hubiera gente en esta 
situación de emergencia viviendo en la calle? Creo que no es lo mismo un refugio para una o dos personas 
que para una familia que necesita estar unida. Necesitamos que otra vez el concepto de familia empiece a 
quedar sembrado y constituido ya que se ha perdido bastante. Se trata de recomponer esos valores. 


Aclaro que fui digitadora de la Corte Electoral cuando se hizo el registro patronímico por lo que sé que hay 
excelentes digitadores; obviamente estamos en una instancia electoral complicada. Quizás, no se puede 
acceder por un tema de autonomía de la Corte Electoral pero sí por solidaridad y analizar de qué forma se 
podría instrumentar esto. Tal vez, podría instrumentarse algún tipo de vínculo con gente que está 
acostumbrada a digitar de manera muy rápida, con letra de 1920, que no es lo mismo que leerlo hoy. Fue 
difícil ingresar los datos de todos los ciudadanos del país; lo digo porque lo hice. Se puede obtener ese tipo 
de apoyo. Quizás, necesitemos funcionarios que puedan salir en Comisión por cuatro o cinco meses para que 
el Ministerio tenga el trabajo al día. Sé que la solidaridad -lo digo por el organismo que ocupé- está al orden 
del día y que se trata de empleados con mucha experiencia en el área. Hablo de lo que viví por lo que pienso 
que puede haber muchos organismos en esta condición. Hay que tratar de que no se detenga la digitación ya 
que la gente tiene expectativa y está pendiente de ello. 


Todos leemos la prensa y quizás los datos no son tan reales, pero son los que tenemos a mano, y es por esto 
que nos preocupamos. 


Nosotros como Partido Nacional estamos leyendo cuidadosamente el proyecto; no quiero decir que todos 
tengamos la misma posición; puede haber matices -esto sucede en todos los partidos políticos- pero estamos 
convencidos de que -por lo menos por mi parte- la emergencia social se tiene que atacar ya. 


Quisiera felicitar a la señora Ministra si dentro de dos años se puede terminar con este Plan, se puede 
erradicar a esta gente de esa situación. No es lo mismo sacar a la gente de la pobreza que de la marginalidad. 
Es muy difícil cambiar la conducta llevada adelante durante tantos años y cuanto más tiempo esas personas 


permanecen en esa circunstancia más difícil se hace. Voté convencida la creación de este Ministerio porque 
para mí es importante que el Plan llegue a la gente. Pero me preocupa saber qué va a pasar después de esos 
dos años. Creo que esta tarea va a llevar más tiempo no porque la señora Ministra no se pueda desempeñar 
bien sino porque, a veces, es difícil cambiar la conducta de la gente que se ha trasmitido de familia en familia 
durante mucho tiempo y para ellos vivir de esa forma es algo normal, natural. 


En lo personal y como Partido nos preocupa votar algo cuya implementación no sea tan eficaz como 
pensamos. Por lo tanto, es importante profundizar un poco más. Inclusive, nos gustaría hacer algunos aportes 
-hay compañeros que están trabajando en esto- que van a mejorar sustancialmente el proyecto. Posiblemente 
el tiempo de ustedes no sea suficiente para que nosotros podamos cambiar algunos aspectos que hoy no 
puedo trasmitir ya que hay gente más idónea que yo que trata de mejorar esta iniciativa de cuatro o cinco 
hojas. 


Agradezco a la señora Ministra el tiempo que nos ha dispensado y le anuncio que le voy a seguir alcanzando 
carpetas y datos porque me gusta ocuparme de las situaciones de emergencia sin colores políticos, 
simplemente como una ciudadana más. La emergencia de la gente no tiene color político. 


Quiero aclarar que fui a hablar con la señora Ministra no como integrante de un partido sino como ciudadana 
y como mujer y que lamento el recibimiento que tuve por parte de esa Cartera. Quizás, no fui bien entendida 
porque la prensa se apuró a decir algo que no había señalado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al comienzo de la sesión la Mesa señaló que por un problema de agenda el 
Banco de Previsión Social no podía concurrir y que esperaríamos el desarrollo de la sesión para 
analizar qué pasos dábamos. 


SEÑOR IBARRA.- Sin duda, lo que tenemos que hacer es escuchar las respuestas que dé la señora 
Ministra a las distintas preguntas que se han efectuado que, por cierto, son muy importantes. 


Quiero destacar -como en el día de ayer- la voluntad política de las legisladores y legisladores de esta Casa 
para dar un rápido trámite a esta iniciativa, fundamentalmente para aportar ideas. Es cierto lo que señala el 
señor Diputado Pablo Abdala en cuanto a que en el Senado de la República su partido presentó una serie de 
modificaciones y que casi todas -si no todas- fueran tenidas en cuenta en la redacción final del proyecto. Eso 
demuestra de qué forma hay que trabajar en estas cuestiones que tienen vinculación directa con la gente, que 
no puede esperar. No obstante, quiero hacer dos o tres precisiones. 


Según lo que manifestamos en el día de ayer y lo que ha expresado la señora Ministra, estimo que no 
estábamos errados cuando decíamos que este asunto debía ser tratado con prontitud porque está condicionado 
al inicio del pago del ingreso ciudadano y a la implementación que tiene que hacer el Banco de Previsión 
Social. Esta es mi óptica en este momento. 


En cuanto a los digitadores, a lo que analizamos ayer, a lo que se habló hoy, quiero decir que hubo una gran 
cobertura de prensa en el día de ayer -prácticamente todos los medios de comunicación- en la que la señora 
Ministra y la señora Subsecretaria dieron la opinión oficial sobre el particular. Pero sin duda, la señora 
Ministra ampliará aún más. 


Por último, no debemos olvidar que la Ley N* 17.866 crea el Ministerio de Desarrollo Social. Entonces, 
cuando se habla de inconstitucionalidad, de repente lo inconstitucional es haber aprobado la ley porque se 
establecen competencias absolutamente claras. Por ejemplo, en el inciso F) del artículo 9”, refiriéndose al 
Ministerio, se expresa: "Implementar, ejecutar y coordinar Programas de Atención a la Emergencia Social 
[...]". Esto es lo que se está haciendo, implementando lo que el Parlamento decidió a través de esta ley. Si no 
recuerdo mal, ese proyecto fue votado por unanimidad. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR POSADA.- La Ley_N* 17.866 es perfectamente constitucional. Lo que hace es transferir al 
Ministerio de Desarrollo Social determinadas reparticiones que antes formaban parte del Ministerio de 
Deporte y Juventud, tal como está establecido en el artículo 1” de la ley. En primera instancia lo que 
ocurre es que hay un aumento de la autorización del gasto que tiene el Ministerio, y eso, de acuerdo 


con lo que establece la Constitución debe hacerse mediante leyes presupuestales. En este caso, 
obviamente, si habláramos de la Ley de Presupuesto, habría que esperar al segundo semestre. Pero 
como el Poder Ejecutivo tiene, de acuerdo con el último inciso del artículo 214, la posibilidad de 
plantear modificaciones presupuestales en la instancia de la Rendición de Cuentas, a nuestro juicio era 
allí donde debió haberse establecido todo el contenido de este proyecto de ley. 


La intervención del señor Diputado Ibarra -en la referencia al literal f) del artículo 9% de la Ley N* 17.866- me 
da pie para agregar a las preguntas que hice a la señora Ministra, si ella entiende que este proyecto de ley que 
tenemos a estudio de la Cámara de Representantes encuadra en el cometido específico que fija el literal f) de 
la ley referida. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero hacer una aclaración de índole constitucional, porque más allá de las 
urgencias -¡y vaya si este es un tema urgente!-, nosotros siempre nos hemos preocupado por los 
formalismos legales y constitucionales que nunca podemos perder de vista, más allá de cualquier 
situación. 


Como bien decía el señor Diputado Posada, comparto que, efectivamente, el último inciso del artículo 214 de 
la Constitución, habilita que el Poder Ejecutivo realice modificaciones presupuestales en las Rendiciones de 
Cuentas. Eso no quiere decir que esa sea la única oportunidad o momento en que puede enviar proyectos que 
impliquen el aumento de gastos. De esto tenemos cientos de antecedentes, ya que en distintos proyectos de 
ley ha habido autorizaciones para gastar o se han recibido proyectos que implican costos y que estaban 
financiados; en esos casos, el Poder Ejecutivo decía cuál era el monto y de dónde se iba a financiar. 


Para que el tema quede bien claro, quiero leer el artículo 86 de la Constitución, que es absolutamente 
habilitante y que dice: "La creación y supresión de empleos y servicios públicos; la fijación y modificación 
de dotaciones, así como la autorización para los gastos, será mediante las leyes de presupuesto, con sujeción 
a lo establecido en la Sección XIV.- Toda otra ley que signifique gastos para el Tesoro Nacional," -acá ya no 
estamos hablando de dotaciones para empleos públicos ni de jubilaciones y, a "contrario censu”, está diciendo 
que puede haber leyes que impliquen aumento de gastos- "deberá indicar los recursos con que serán 
cubiertos". Luego, el artículo sigue marcando las iniciativas que en algunos casos son privativas del Poder 
Ejecutivo; como sabemos, el Parlamento no puede incrementar gastos sino redistribuirlos. Este proyecto 
viene con iniciativa del Poder Ejecutivo, dice con qué se va a cubrir, da los recursos de Rentas Generales y 
está enmarcado perfectamente en el segundo inciso del artículo 86 de la Constitución. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero recordar que al comienzo de nuestra intervención dijimos 
que no queríamos desviar la discusión al tema del carácter constitucional, aunque estamos 
absolutamente convencidos de la inconstitucionalidad del proyecto. 


Simplemente, quiero anotar que lo aplicable del artículo 86 es su primer inciso. ¿Por qué? Porque se refiere a 
la creación y supresión de empleos, a la fijación y modificación de dotaciones, así como la autorización para 
los gastos. Además, dice que esto se hará mediante leyes de presupuesto. En ese sentido, es aplicable lo que 
se establece en la Sección XIV, "De la Hacienda Pública". En todo caso, vale esto como la última aclaración 
que queríamos hacer en el día de hoy. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero decir que coincido con el análisis que ha formulado la señora 
Diputada Charlone salvo en un aspecto. Entiendo que es aplicable el artículo 86, pero también que el 
artículo 11 del proyecto de ley que estamos analizando, tal como está redactado, no contempla los 
extremos previstos en el segundo inciso del mencionado artículo de la Constitución de la República. 
Creo que eso es lo que debe ser corregido, porque no se establece específicamente cuál es la fuente de 
financiamiento sino que simplemente se remite a Rentas Generales. Pero Rentas Generales no es un 
recurso, como una fuente de ingresos o un tributo; en todo caso, tiene que ver con los recursos 
públicos. Desde ese punto de vista, creo que el artículo adolece de un defecto de carácter formal, que no 
digo que lo vuelva inconstitucional pero sí digo que habría que corregirlo para adecuarlo al segundo 
inciso del artículo 86 de la Constitución, estableciendo específicamente cuál es la fuente de 
financiamiento o de dónde surgen los recursos que habrán de financiar estos gastos que el artículo 11 
está proponiendo. 


SEÑOR ALONSO.- Como anunciamos en la reunión preliminar de ayer, creo que lo conveniente es 
ingresar al fondo del asunto y hacer los posicionamientos políticos en otra ocasión; por eso habíamos 
planteado la posibilidad de tener más de una reunión la semana próxima. Sin embargo, no puedo dejar 
de hacer algún comentario y alguna pregunta que va a involucrar la posición primaria que tengo. 
Confirmo que mi espíritu es el de querer colaborar para resolver un problema de todos nosotros, pero 
no voy a hacer un análisis del proyecto de ley. Además, creo que no es adecuado estar mirando los 
orígenes o las responsabilidades, porque hoy el problema es de todos los uruguayos. 


Quiero hacer una pequeña constancia. Comparto el planteo que hizo la compañera de bancada, señora 
Diputada Etcheverry, al principio de su exposición, y puede ser que el pequeño episodio se haya generado a 
partir de las urgencias que estamos viviendo y de los aprendizajes que, de uno y otro lado, estamos 
procurando acelerar. Creo que es muy bueno que haya un flujo de información y de contactos directos entre 
los legisladores y los miembros del Poder Ejecutivo, pero de eso tendremos que hablar después. En todo 
caso, quiero aclarar que el planteo que ella hizo y que no tuvo éxito en el canal que pretendía, no era 
exclusivamente de la señora Diputada Etcheverry sino del Partido Nacional, porque se preocupó 
especialmente de hablar con nosotros antes y de saber si nos parecía adecuado el método elegido. Nosotros le 
dijimos que sí, pero, lamentablemente, ese contacto no pudo llevarse a cabo. Creo que es un tema que 
justifica que hablemos fuera de micrófono para limar asperezas, si es que se han generado, y propiciar los 
vínculos de contacto que, por el bien de todos, deben tener los miembros del Poder Ejecutivo con los 
Representantes que estamos en el Parlamento, y más en el caso de quienes tienen la doble condición. 


Quiero hacer algunas preguntas a la señora Ministra y voy a ratificar lo que dije ayer en el abordaje 
preliminar del tema. Estoy totalmente de acuerdo con la jerarquización y el rango que se le da al tema a 
través de la creación del Ministerio. Lo apoyé y calurosamente acompaño que se tengan iniciativas con el 
espíritu de las que se están proponiendo en este proyecto de ley. Creo en las políticas sociales, en las políticas 
sociales focalizadas y en que el Estado tiene que intervenir para corregir las injusticias y las situaciones de 
diferente accesibilidad al desarrollo de los individuos como personas. 


Coincido con que muchos uruguayos viven una situación de emergencia y que esa situación merece una 
respuesta lo más célere posible por parte de quienes tenemos responsabilidades políticas. 


No voy a hacer comentarios con respecto a la mecánica que se ha elegido para la presentación del proyecto 
de ley. Tengo alguna duda, pero solo voy a hacer un comentario. Creo que hubiera sido mejor, por un lado, 
incluir el Plan genéricamente en un proyecto y, por otro, desagregar el tema del contenido del ingreso 
ciudadano. Indudablemente, se trata de proyectos que tienen distinta vigencia. Además, creo que por la vía 
que se ha elegido, se le da una financiación genérica a todo el Programa; en algún caso, está bastante 
desagregado, como es el del ingreso ciudadano, y en otros casos solo está enunciado. Entiendo que ahí hay 
un problema de técnica legal, pero no creo que sea lo más importante. 


Básicamente, me preocupa un tema, y esto por encima de que esté a favor o en contra del instrumento 
elegido, y aclaro que primariamente estoy en contra. Pero lo que me preocupa es el día después. Esto lo ha 
manejado la señora Ministra y tengo que decir que me gustaría que tuviéramos alguna respuesta un poquitito 
más ajustada con respecto al tema. 


Los indicadores sociales y económicos se compatibilizan entre ellos, pero no siempre explican la situación. 
Si estuviera aquí cualquier analista, inclusive el colega de la señora Ministra, el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, diría que es verdad que el país creció económicamente en el año 2004 y que, desde el punto de 
vista económico, va a crecer en el año 2005 y también en el 2006; ojalá que así sea. Por lo menos, dentro de 
ese universo, resulta medianamente razonable que eso se dé así. El crecimiento alcanzará alrededor de un 
5%; en los tres años podemos ir un poco arriba o un poco abajo, pero no demasiado. El año pasado fue 
superior. 


Pero el crecimiento no siempre genera las respuestas que desde el ángulo social son necesarias. Por ejemplo, 
antes de la crisis, en los años 1998 y 1999, la distribución de los ingresos, de la carga tributaria y de la 
riqueza estaba presentada de forma tal que los índices de pobreza eran mucho menores. Lo que sucede es que 
la crisis impactó mucho más en la gente con menos posibilidades, como ocurre siempre. 


Nosotros vamos a tener un crecimiento del orden del 5% promedio en los años 2004, 2005 y quizás en el 
2006, y una masa de desocupados importante -una de las explicaciones de este problema social; tema que he 
estudiado y en el que he trabajado bastante-, nunca inferior a ciento sesenta mil personas. Se trata de esos 
uruguayos insatisfechos por no acceder a una posición laboral, que son los que explican los índices de 
pobreza y de indigencia. 


Entonces, en el crecimiento proyectado que tenemos ¿podemos pensar que ese crecimiento va a dar para que 
haya un aumento de las posiciones de trabajo y un mejoramiento del mercado laboral de forma que sea tan 
drástica la caída como para que los que hoy están comprendidos dentro del Programa de Ingreso Ciudadano 
se integren al mercado laboral? Esa es la carrera. Tenemos ciento sesenta mil personas en esa situación; 
¿Suponemos que con esto vamos a llegar, en una primera instancia, a unas cien mil personas 
aproximadamente?. ¿Vamos a tener la capacidad de reducir, por ejemplo, en un 50% la tasa de desempleo, 
para que esta gente se integre al mercado laboral y empiece a disimularse el efecto negativo de la distribución 
de la riqueza? Tengo algunas dudas. 


Además, tengo dudas respecto a la capacidad que tienen los países -también el nuestro- para corregir sus 
problemas de distribución de la riqueza y respecto a su aporte al funcionamiento del Estado por la vía de la 
justicia o injusticia tributaria en el corto plazo. El Poder Ejecutivo está elaborando un proyecto de reforma 
tributaria y creo que tiene muchos ángulos que comparto, pero no va a tener un efecto inmediato. Además, 
todos sabemos que las reformas tributarias se procesan con programas a mediano plazo, aún más las que 
atienden objetivos como los que se están planteando. 


Por lo tanto, mi identificación de un pronóstico de desempeño económico y social es que el Producto Bruto 
Interno va a seguir creciendo. Esperemos no tener problemas con los precios de los "commodities", no tener 
dificultades en los mercados internacionales, ni por el lado del valor de las divisas -aunque ya está 
empezando a evidenciarse alguno-, no tener problemas de balanza comercial o de balanza de pagos y que 
todo esté más o menos como ahora. Si eso es así, podemos tener la expectativa de contar con un crecimiento 
de este orden. Pero aunque eso fuese así, creo que no podemos ser tan optimistas como para pensar que 
vamos a atender el problema del desempleo en la magnitud en la que necesitamos atenderlo para que los 
tiempos calcen y para que un programa de este tipo termine más o menos coordinado o acompasado con una 
etapa de crecimiento de la actividad laboral y que, al mismo tiempo, coincida con la implementación de 
mecanismos de redistribución de la riqueza. 


Este es el panorama que yo identifico. No dudo de las buenas intenciones de nadie, ni del Gobierno ni de la 
señora Ministra, pero frente a la consulta que ella profesionalmente evacuó a partir de haber estudiado la 
versión taquigráfica de la reunión de ayer, la respuesta que obtuvimos fue que se estaba trabajando para 
coordinar, por ejemplo, con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el desarrollo de proyectos 
productivos que generasen puestos de trabajo. Sin ninguna picardía, me parece que esto es poco, y lo digo 
con el más franco de los espíritus constructivos. No estoy jugando con este tema. Me preocupa 
profundamente que desarrollemos un Programa de este tipo y que después no tengamos la capacidad de 
desarticularlo porque no hayamos dado la respuesta que la gente necesita. 


Adelanto que, aun en la eventualidad de que yo votase en contra de este proyecto, no voy a dejar de 
acompañar todos los proyectos que apunten en el sentido de atender la necesidad social. 


Como todos nosotros, no siempre cumplo cabalmente con la palabra respecto de la cantidad de minutos que 
voy a emplear para hablar. Sin querer, ingresé demasiado en el fondo de mi pensamiento respecto del 
instrumento que se estaba planteando. 


Pero básicamente tengo una inquietud que deseo formular a la señora Ministra y es la siguiente. El Poder 
Ejecutivo tuvo una capacidad reconocida de proceder a una reducción del 30% de la tasa de desempleo, 
llegando a una cifra del 10%. Vamos a seguir teniendo 130.000 o 140.000 personas sin trabajo que 
pertenecen, básicamente, a este bolsón de gente con el que estamos trabajando que, además, es la misma que 
estamos identificando para que sea beneficiaria de este plan. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- El señor Presidente no me conoce mucho; hay 
otros señores Diputados que sí me conocen, pero quiero advertir que el cambio de tarea no me cambia 
como persona y menos como ser político. Así que voy a contestar con la absoluta franqueza con la que 


he discutido en este ámbito durante diez años y voy a decir lo que pienso. Voy a contestar lo que se 
pueda y en lo que no pueda responder, diré que no sé. De la misma manera, voy a opinar, porque 
hemos incursionado en profundidades; sería interesante dedicar otra sesión a esto. Yo me ofrezco para 
acudir, porque se trata de un debate interesante, que la ciudadanía se merece, sobre programas, 
programitas de todo tipo que existieron y que existen. En el mejor de los casos, en el más objetivo, han 
sido pequeñas chacras que han estado y siguen estando desparramadas por el conjunto del Estado. 


Hoy tenemos a consideración el PANES y dentro de él, particularmente, el proyecto que necesita aprobación 
parlamentaria. Entonces, me parece muy bien que el Parlamento pregunte y que el Poder Ejecutivo conteste. 


Este tema está íntimamente vinculado al proyecto de ley que se discutió aquí por el cual se crea el Ministerio. 
¿Por qué? ¿Y por qué solo se dedica al PANES el literal F)? Si se consultan los antecedentes del proyecto de 
ley de creación del Ministerio -la discusión fue más extensa y más dura en la Comisión de Diputados que en 
la del Senado- se advertirá que se insistía en lo siguiente: si vamos a hacer un programa de atención, ¿para 
qué debíamos crear un Ministerio? Nosotros insistimos -evidentemente, no convencimos- en que el Programa 
de Atención Nacional de la Emergencia Social -PANES-, es un literal dentro de las competencias que tiene el 
Ministerio y en que, de ninguna manera, podemos separar las políticas sociales -entendiéndolas como 
universales, como no compensatorias y no asistenciales, sino en su concepción rica y amplia de lo que 
significan- porque desde mi punto de vista su concreción, su diseño, su orientación y su mirada estratégica - 
ya que hablamos de ella- es una tarea ineludible del Estado. Por lo tanto, no puede separarse al PANES de las 
funciones del Ministerio. Tal como insistíamos en esta Cámara -no en esta Comisión, porque no se había 
creado, sino en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, creo que 
integrada con la de Presupuestos-, ante una concurrencia muy amplia -todo el mundo hizo uso de la palabra: 
estuvimos desde las 9 de la mañana como hasta las 16 horas, sin parar- hay que ver al plan de emergencia de 
forma simultánea al desarrollo del entrelazamiento de todas las políticas sociales que el Estado tiene 
desparramadas por todas las instituciones habidas y por haber, las que conocíamos antes y las que hemos ido 
descubriendo. 


Entonces, digo con toda claridad que ha habido programas, programitas pequeños, medianos y grandes, con 
muchísima plata destinada, que han implicado endeudamiento externo. Voy a hablar concretamente de cuatro 
programas. Hay dos que hoy tienen mucho que ver conmigo y otro que tendría que ver conmigo, pero está 
vacío; por lo tanto, no tiene nada para darme. Dos de estos programas fueron votados en la ley de 
presupuestos; esa es la diferencia. Uno de ellos es el INFAMILIA,; estamos hablando de US$ 100:000.000 
que vienen al país, en el momento preciso, como endeudamiento a través del BID. Realmente hubiera sido 
formidable que esto se hubiese podido volcar al destinatario. Ahora hemos tenido oportunidad de estudiar 
este programa en profundidad, porque lo tenemos que impulsar y aplicar; a mí no me gusta la palabra 
gerenciar, pero ese es un problema semántico. De todos modos, no vamos a entrar en esta discusión; eso es 
para un panel. 


En todo caso, termina el Ejercicio 2004 con una serie de cositas que se hicieron, con personal que -como 
decíamos- fue contratado a partir de ternas, con sueldos importantes y con equipamiento muy bueno. Ahora 
nosotros vamos a disfrutar de él en el Ministerio; comparado con el que hay en el resto del Estado, este es un 
equipamiento de gran nivel. 


Tal como dijimos a las autoridades del BID, yo estoy de acuerdo con el libreto, porque lo que trata 
precisamente el Programa INFAMILIA es atender a través de Salud Pública, del INAU, del Instituto de la 
Juventud, de la educación a la población infantil y a la familia en situación de riesgo en 2002 y en 2003. ¡Y 
en qué riesgo estaba! Reitero: US$ 100:000.000. 


Cuando se nos entrega el programa, recibo un informe cualitativo que dice que una de las causas del fracaso 
del proyecto es que los organismos coejecutores no fueron sensibles, no se dieron los medios, no participaron 
de la idea o lo que ustedes quieran. No importa la razón, pero no participaron. Por lo tanto, en cada 
oportunidad el programa INFAMILIA se encontraba con una barrera: la de la ANEP, la del Ministerio de 
Salud Pública; por lo menos, eso es lo que dice el informe. Y yo me lo creo porque transversalizar el Estado, 
no es sencillo. 


Por otro lado, hay que hacer una redistribución de los recursos que quedan para que, en vez de pasar por 
tantos diagnósticos, por tantas intermediaciones, impacten fuertemente en donde queremos pegar, en donde 


queremos intervenir, como dicen mis compañeras de tareas, asistentes sociales. 


Hoy estamos efectuando un redireccionamiento. ¿Y cómo lo estamos haciendo? ¿Solo para la emergencia? 
No, porque sería una barbaridad que yo dijera que en tal escuela, de tal ciudad o localidad, voy a hacer la 
mitad de la mesa del comedor para los indigentes y la otra para los que no lo son; voy a hacer una atención y 
un seguimiento de los avances del escolar, pero solo para los indigentes; voy a tener media policlínica en el 
marco de Salud Pública que, tal como está hasta ahora, es un desastre y media policlínica dotada de recursos. 


En esos ejemplos se muestra cómo las políticas sociales de largo aliento están asentadas sobre el Plan de 
Emergencia. Este obliga a los Ministerios y a los organismos del Estado a ponerse de acuerdo. No se puede 
llevar adelante el PANES si no trabajamos en conjunto todos los Ministerios: los clásicos del gabinete social 
que están en la ley de creación -Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Educación y Cultura, de Salud 
Pública y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con sus distintas dependencias-, pero 
también los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Industria, Energía y Minería, porque de no 
incluir a estos últimos, a nuestro juicio, no habría de resultar, ya que junto con ellos vamos a construir los 
caminos de salida, que es lo que más nos importa. 


Si fuera un programa de asistencia durante dos años sería facilísimo. Si nos guiáramos por lo que ven 
nuestros ojos, también sería fácil. Algunos hemos caminado el país muchísimo. El estudio de la Facultad de 
Ciencias Económicas no digo que sea una verdad revelada, pero nos ayudó a identificar situaciones. A ojo yo 
decía que en Artigas, entre Las Láminas y Las Piedras, para mí Las Piedras estaba peor. Quienes estudiaron 
dicen que los índices son más altos en Las Piedras que en Las Láminas. Uno tiene ojo. Como decía la señora 
Diputada, cuando uno recorre se da cuenta. Hay lugares que yo quisiera dar vuelta patas para arriba, en todo, 
en la educación, la salud, la vivienda, la alimentación, la recreación. 


Ese es el objetivo; esa es la parte más difícil de todo esto, pero también es la más apasionante. 


Toda la vida hice asistencia en las escuelas y nunca se me cayó ningún principio. El problema es que 
mientras nosotros estamos discutiendo hay gente que tiene hambre y no lo digo para hacer sensacionalismo. 
Es un dato de la realidad. Cuando todavía no estaba constituido el Ministerio y era una Ministra virtual y me 
dejaron una beba recién nacida -de dos días y poco- en el hotel donde estábamos haciendo la transición, yo 
me sentí una burócrata absoluta, me sentí una porquería, porque lo único que tenía era los caminos 
institucionales que estaban marcados y que yo sabía que no llevaban a nada. Lo único que hacía era resolver 
el día y dar una respuesta burocrática -para mi gusto- al indicar que debía dirigirse al centro de derivación del 
INAU. Se está trabajando para cambiarlo, pero todavía sigue siendo lo que es. En realidad, ¿yo resolví la 
situación? No resolví nada. 


Por supuesto que el trabajo fue conjunto, en el terreno, en el barrio, en el lugar, con la gente: Ministerios de 
Desarrollo Social, de Salud Pública -que fue el que nos habilitó el Saint Bois esa noche cuando el Director 
del Hospital abrió la cocina para que las personas tuvieran algo caliente para tomar-, de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que fue el que resolvió la asignación de las viviendas a ocupar - 
aunque todavía no se ha hecho totalmente la mudanza-, las primeras, las que estaban vacías en el Complejo 
América que eran el destino de las familias con mayores urgencias. Eso implica un trabajo colectivo, no 
porque todos pensemos igual ni porque todos tengamos los mismos ritmos, porque sería una tontería que 
viniera a decir acá que todos tenemos las mismas ansiedades y el mismo apuro; es distinto, porque todos 
somos personas diferentes con tareas disímiles. Hay Ministerios que tienen muchas cosas específicas que 
hacer junto con esto. 


Ahora bien: o esta es la plataforma de lanzamiento de lo otro o no hay salida. Yo arranco por esa parte porque 
es la clave. El objetivo de este programa, el PANES, es sacar de la emergencia a la gente y frenar la caída. 


Yo leí todo el informe y recomendé que los señores legisladores ingresaran a la red para leerlo entero, de 
manera de no extenderme aquí porque no creo que nadie quedara contento, menos aún, los taquígrafos. 


Leí lo que leyó el señor Diputado Washington Abdala, pero le voy a decir una cosa: leamos todo; leamos 
todo. En cuanto a los índices de indigencia, en el año 2000 teníamos un 0,7%; en el año 2001, teníamos un 
0,7%; en 2002, 1%; en 2003, 1,6% y en 2004, 2%. Cuando presto atención a lo que sucede con los niños, me 
sucede lo mismo. Y si me concentro en el número de personas, luego de un descenso en el año 2001, 


pasamos en el año 2002 a 52.700; en el 2003, a 76.300; en el 2004, a 108.200, a pesar de que fue un año de 
crecimiento, como se decía. 


(Diálogos) 

——- Ni las familias ideológicas. 

(Diálogos) 

——- No lo inventé yo eso de las familias ideológicas. 


Bueno, en todo caso lo que quiero decir es que tienen razón los señores Diputado Pablo Abdala y Alonso 
cuando dicen que economía y desarrollo humano no tienen una relación mecánica, porque no hay nada 
mecánico. Y, además, no es verdad la mano invisible del mercado ni ninguna de esas cosas. Yo creo que no es 
así porque el ser humano es el que determina; la historia la hacen los hombres y las mujeres. Aclaro que no 
quiero ofender a nadie que tenga concepciones filosóficas y religiosas, pero pongámonos de acuerdo aquí 
abajo. Y acá abajo lo que pasa es que son los seres humanos organizados los que determinan las 
transformaciones históricas. 


Además, la recuperación lograda, ¿con respecto a qué se da, con respecto a qué año? Estamos de acuerdo con 
la Administración saliente en cuanto a que hubo crecimiento, ¿pero de qué pozo salimos? ¿¿Con respecto a 
qué índices? ¿De dónde sale esto? 


Cuando insisto en que el 10% de la pobreza estructural se mantiene, estoy diciendo que un 2% se me cayó de 
nuevo. ¿Que esa gente es la más fácil de sacar? Sin duda, porque quiere salir de la indigencia. Pero tengo un 
millón de pobres. Aquí nos quedamos con el tema de lo que abarca el programa de atención a la emergencia. 
Uno de cada tres uruguayos vive en la pobreza. Cuando lo dijimos antes nos acusaban de hacer tremendismo, 
pero son cifras estadísticas, a pesar de que yo creo, como se dice acá, que las estadísticas son un indicador. 


El otro indicador es la realidad; hay que ir a pisar la realidad, ir a mirar, ir al Uruguay donde vive la gente. 
Por eso lo de la vivienda tiene que ver, así como otra cantidad de elementos. 


Efectivamente, si no se corrige la distribución a corto plazo, ese será un factor que incidirá negativamente. 
Para eso están previstos los Consejos de Salarios, para eso existe la necesidad de aumentar las jubilaciones y 
pensiones más sumergidas, y para eso debe estipularse la libertad sindical, puesto que, de no haberla, cuando 
la gente protesta, la echan. Esto también es parte de la distribución a corto plazo y una parte del programa de 
Gobierno. 


En cuanto a la cooperación, no quiero decir qué países cooperaron y cuánto pusieron, pero me he quedado 
espantada. Cuando los Embajadores me cuentan lo que pusieron yo me pregunto dónde está, porque la gente 
no se enteró. Un Embajador de un país europeo me decía: "Senadora" -yo en ese momento era Ministra 
virtual- "lo que pusimos es igual a un Conrad". Todo esto tiene que ver con la voluntad política. ¿Quiénes 
están en el centro? ¿La macroeconomía, el sistema financiero o el ser humano? Tiene que ver con la forma de 
abordar una salida. El problema es que nosotros tenemos que hacer asistencialismo. Días pasados decía a los 
muchachos de la Facultad de Ciencias Sociales que no pido perdón por eso, porque el que no puede comer, el 
que no tiene nada en la barriga no puede pensar, criticar, opinar ni decirme que estoy equivocada, por lo que 
no puede ejercer su ciudadanía de manera plena. Esa corrección de la que se habla tiene que ver con las 
contrapartidas. 


Voy a responder las preguntas por orden. Hay departamentos en los que se ha dicho a la gente que no vaya a 
buscar la canasta porque si lo hace no va a entrar en el Plan de Emergencia Social, y me he desgañitado 
diciendo que no es así, en los medios de prensa de todo el país que me han llamado. En el único lugar donde 
podemos cruzar los datos es en Montevideo. La capital es el único lugar donde puedo cruzar los datos y saber 
si un protagonista del PANES recibe o no canasta, porque en el interior el INDA las deja en las Intendencias 
y hasta ahí llegó el seguimiento. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿No habría que saber a quiénes se destinan las canastas que se 
dejan en el interior? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Las canastas van a las Intendencias y estas las 
reparten con sus criterios. En algunos casos -lo vi con mis ojos- los criterios son el pelo político. 
Además se amorralaron cosas de las canastas para la campaña municipal y es comida que no llega a la 
gente. Hay que tener en cuenta que la canasta no contempla las necesidades básicas porque solo cuenta 
con alimentos secos, por lo que la queremos complementar con otro tipo de elemento nutricional. 
Reitero que la canasta llega al límite departamental y después depende de la autonomía municipal, que 
yo defiendo. Por eso no puedo hacerle un seguimiento; tendrían que hacerlo los Ediles. Voy a decir con 
todas las letras que quiero hacer la competencia a la canasta en los departamentos, con leyes de 
mercado puro. Quiero que los alimentos que brindemos sean más sustanciosos y más nutritivos y que 
los otorguemos de una forma más digna que haciendo una cola a la espera de que llegue el camión para 
ver qué es lo que trae. Hay localidades en el interior donde no llega nada, donde no hay ni almacén. 
Para mí hay que volver al viejo camioncito de Subsistencias -por supuesto que los economistas, los 
nutricionistas y la gente que sabe me dicen que no es posible-, que la gente pague la comida, porque en 
las localidades en el medio de la nada se hace trueque y el que tiene gallinas cambia los huevos por 
tomate, etcétera. Ese es un tema que hay que resolver. 


No voy a entrar en una discusión sobre la inconstitucionalidad o no del proyecto. Los Diputados ya dijeron 
que está en el marco del artículo 86 y creo que en este no hay dos bibliotecas. De lo contrario, revisemos las 
leyes que se han votado en el Parlamento, por lo menos en los últimos diez años, que son las que me acuerdo 
de memoria. 


Por otra parte, no estoy informada de que se trate de deuda externa. Estuve presente en los primeros debates - 
en la negociación no, porque no me correspondía-, y en la proyección presupuestal que se hace para los cinco 
años está incorporado como cosa aparte el Plan de Emergencia Social para dos años -que después se corre 
porque es a partir de que empieza el PANES-, para el cual se va a destinar los US$ 100:000.000 que se 
prometieron en la campaña electoral. Yo tengo opinión sobre cuánto se debería destinar, pero vamos a 
cumplir con lo que prometimos. Como expliqué muy bien al señor Subsecretario de Economía y Finanzas en 
la Comisión homónima del Senado, toda la plata que anda desparramada por ahí -en el INFAMILIA, 
etcétera- no cuenta, es aparte. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Eso es deuda. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Ya sé que es deuda externa, pero como la 
estamos pagando la quiero gastar; la gaste bien o mal, la tengo que pagar. Ya que la estoy pagando, 
prefiero gastarla bien. El PIAI también es deuda y es parte de lo que no se ejecutó. Tengo todas las 
cartas-consulta elevadas por las Intendencias, en las que figuran todos los equipos que dictaminaron y 
que censaron, lo único que resta es hacer. Tenemos equipos multidisciplinarios, por los que estamos 
pagando, en MEVIR, en el SIAV, en el BPS, en la enseñanza, en el INAU y en Salud Pública. Por 
ejemplo, la asistente social del BPS va a un hogar y mira al abuelito, va la del INAU y mira al niño, va 
la de la escuela -si tiene suerte y tiene escuela- y mira al escolar, va la de Salud Pública y mira a la 
madre embarazada, y en otros lugares no hay nada. Queremos potenciar esos técnicos. En el Instituto 
de la Mujer y la Familia me encontré con trabajadoras apasionadas que se emocionaban, contaban lo 
que habían hecho, estaban dispuestas a trabajar, pero se encontraban como en penitencia en la calle 
Colonia. Parecería que están en una especie de lugar entretenidas con las cuestiones de las mujeres, 
pero sin embargo están atendiendo casos de violencia doméstica y una serie de otros problemas. No voy 
a decir cuánto ganan porque están para el Plan de Emergencia Social. Esto es parte de lo que hay que 
resolver. 


Con respecto al ordenamiento del proyecto, teníamos tres opciones. La primera fue la elaborada por los 
abogados, pero ellos tienen una manera de pensar estructurada en función de su profesión, por lo que esa 
iniciativa estaba concentrada en el ingreso ciudadano. Pudimos habernos equivocado y tal vez sea cierto lo 
que se plantea aquí en el sentido de que había que separar el ingreso ciudadano, pero conceptualmente van 
juntos. Para implementar el ingreso ciudadano necesito de una ley, pero no puedo dejarlo colgado, como una 
prestación de dinero. En el mundo entero se discute sobre si la famosa renta básica es un derecho o no, si lo 
tiene que tener de por vida como un bastón o si es un instrumento para salir, como pretende ser la opción 
nuestra. Por lo tanto, optamos por incorporar los otros componentes. La tercera posibilidad es haberles hecho 


un libro sobre cada componente; si hubiera estado el ex Senador Santoro hubiera dicho que eso no se podía 
abrir porque era un código. 


Esta fue una opción; se puede tener una u otra opinión. No me molesto porque se tengan opiniones distintas y 
menos sobre técnica legislativa. 


¿Cuánto se piensa gastar en estos programas? Como dije al principio, el Ministerio de Economía y Finanzas 
entendió conveniente incorporar un artículo en el que establecía los montos. Creo que este Ministerio se ató 
las manos, pero una ley se deroga con otra y no me importó. Los programas están presupuestados y 
planillados grosso modo en los dos años. ¿Por qué? Porque todavía no sé exactamente cuántos protagonistas 
tengo; tengo números. Esto es móvil, porque hoy puedo sacar a algunos e ingresar a otros. Por lo tanto, se 
hace un aproximado por año. Sí se sabe cuánto se destina a lo alimentario, cuánto a salud pública, etcétera. 
¿Quién realiza la tarea de salud pública? El Ministerio de Salud Pública en diseño con nosotros. ¿Quién pone 
los médicos, los ginecólogos, los pediatras en la Unidad Básica de Atención? El Ministerio de Salud Pública, 
que también lo paga. Eso fue un debate y se saldó. Quedamos en que nosotros no pagábamos ni un sueldo. 


También se atiende la salud bucal. Ellos se comprometen a mantener la boca limpia; nosotros, en cuanto a lo 
que aportamos presupuestalmente, nos comprometemos a las prótesis. ¿Por qué? Porque una persona sin 
dientes no consigue trabajo. 


Quiere decir que vamos viendo cuál es la parte que corresponde a cada Ministerio. Obviamente, el control de 
la salud y la tarea la lleva a cabo el Ministerio de Salud Pública. Yo no me voy a poner a controlar la parte 
sanitaria. Destaco que el trabajo es en conjunto. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Posada, debo decir que no me corresponde en el sentido 
estricto de este proyecto, pero conozco el tema de las asignaciones porque es una de las primeras 
exploraciones que hicimos nosotros, al ver cómo le dábamos nombre y cara a los números. En este momento, 
hay 190.000 niños que están recibiendo asignación familiar, cuyos padres no tienen una relación de 
dependencia; dicho de otra manera, trabajan en negro, no aportan. Se trata de 190.000 niños que se 
incorporaron. 


SEÑOR POSADA.- ¿A partir de qué momento? 
SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- A partir de la ley de 2004. 


Esto es sobre la base de declaración jurada. No hay testeo de si efectivamente eso es así; es una declaración 
jurada. Para nosotros se trataba de parte de la población del Plan en el sentido de la visita al hogar, porque 
potencialmente son sus protagonistas. A lo mejor algunos no, porque viven en otras condiciones, porque 
tienen otros apoyos o por lo que sea. Es claro que los padres no tienen un trabajo estable con aportes. 
Inclusive, en algún momento del diseño del PANES estuvimos viendo si nos quedaba alguna franja. 
Aparentemente no; eso lo vamos a corroborar ahora. Sin duda nos va a quedar la franja de los 
indocumentados. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Con respecto a los indocumentados, hoy leí en un medio de prensa que 
había quedado gente sin inscribirse por no llevar documentación. Me gustaría que la señora Ministra 
aclarara esto. Además, quisiera saber si hay alguna conexión con el Registro de Estado Civil a los 
efectos de que esa gente pueda inscribirse. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Esto lo dije en el informe inicial, que fue muy 
largo. Sé que puedo hablar horas. 


No es cierto que no se inscriba a quien no tiene documentos. Es verdad que quedan en otro archivo. Estas 
personas serán las primeras que se incorporarán a la campaña de identidad. El trabajo se está haciendo con el 
Registro de Estado Civil, con la Dirección Nacional de Identificación Civil y con la Suprema Corte de 
Justicia, porque en el interior intervienen los Jueces de Paz. Este es un desorden que tenemos que resolver. 
Debemos lograr que haya un registro informatizado en todo el país. Inclusive, tenemos el problema de 
aquellos chiquitos que son dados de alta en hospitales públicos y que obligatoriamente tendrían que salir 


inscriptos, en muchos casos se les da un papel para que vayan después, pero los llevan, o no, y aparecen con 
doble inscripción. 


También tenemos un problema bastante serio -en el cual se avanzó mediante la Cancillería y el Gobierno 
brasileño- sobre lo que la gente llama la "doble chapa" en la frontera. Ahora se firmó un convenio relativo a 
la asistencia de salud, a los efectos de que rija en ambos lados de la frontera, pero para el ingreso de 
ciudadanos deben tener cédula uruguaya. En realidad, se anotan todos, pero si uno no tiene cédula, hay que ir 
inmediatamente a sacársela, porque de lo contrario, no cobra. Por eso, pedimos especialmente que en el 
proyecto se otorgue una autorización a las menores de dieciocho años que tienen niños o niñas a cargo, 
porque si no, no cobran. Este también es el caso de las madres adolescentes o de las adolescentes que tienen 
hermanos o primos a su cargo y que no tienen mayores en su familia, para que puedan cobrar. 


También estamos haciendo relevamientos en todos los Ministerios que tienen que ver con recursos 
escondidos que aparecen por ahí. A veces los Ministros nos advierten porque ya los encontraron; otras veces, 
nos lo dicen, los buscamos y aparecen. Por eso digo que algunos programas sí nos importan, como el PIAI, y 
otros no, porque no tienen nada adentro. 


El tema de las contrapartidas es muy variado. A un adulto mayor que tiene problemas de salud no le puedo 
pedir como contrapartida que vaya a hacer un trabajo comunitario, pero a lo mejor puede tener un vínculo 
con niños que no tienen abuelos. 


SEÑOR ASQUETA.- Aclaro que en unos momentos me tendré que retirar, porque vengo del interior y 
ya tenía compromisos asumidos. Sin embargo, tenemos todo el tiempo posible para esto. 


En base a lo que preguntó la señora Diputada Etcheverry y a consideraciones que se hicieron antes sobre la 
llegada de los asistentes sociales y de la gente del INDA, quisiera saber dos cosas. En primer lugar, si 
observan que para el interior existen más dificultades que las que encontraban para la llegada de la segunda 
fase. En segundo término, si entienden que va a ser un trámite más o menos rápido, de acuerdo con lo que 
esperaban. 


Recién la señora Diputada consultaba en base al mismo trascendido de prensa que leí, en cuanto a que hay 
gente indocumentada. La señora Ministra aclaró que ese problema se va a solucionar a través de los Jueces de 
Paz. Quien conoce profundamente el interior, sabe que hay ciudades que no son pequeñas villas. Hay 
ciudades de ocho mil habitantes, como por ejemplo Nueva Palmira -pegada a mi pueblo, Carmelo- cuya 
gente tiene que sacar su cédula de identidad en el Registro de la ciudad de Carmelo. Quisiera saber si esto se 
va a instrumentar mediante un Juez de Paz porque, por ejemplo, al Juez de Paz de Nueva Palmira no le da el 
horario más que para comer, dormir y trabajar como Juez de Paz. Entonces, da la impresión de que va a haber 
mecanismos de instrumentación muy dificultosos. No estoy metiendo ningún palo en la rueda; pregunto qué 
evaluación existe sobre la constatación de la realidad, porque creemos que en el interior va a ser doblemente 
dificultoso algún tipo de prestación de estos servicios. Pero probablemente lo que resulte doblemente 
dificultoso sea la respuesta a la gente. Como hay más de cien mil inscritos para un plan que un poquito 
después de las elecciones se iba a empezar a ejecutar, y estamos constatando que hay una serie de problemas 
-lo cual no estamos atribuyendo a nadie- e inconvenientes, según lo que he escuchado aquí -permítaseme la 
deformación por provenir del interior; aquí hay Diputados del interior-, advierto que se apunta a una base de 
respuesta rápida metropolitana. Y no estoy atribuyendo intención a la señora Ministra. 


Como estoy escuchando que hay cosas que van a llevar no sé si el doble, el triple o qué fracción de tiempo 
más en el interior, uno se alarma un poco cuando percibe que estos proyectos van a verse demorados; se 
alarma no por la cosa política que pueda pasar sino por la gente, que es la que está esperando. 


La señora Ministra decía que en este momento en que ya anocheció todavía hay gente con mucho frío y que 
no ha comido; por supuesto que una solución para esto va a demorar el doble para muchos del interior. 


Con relación al tema del INDA, no me quedó del todo claro -esta sería una pregunta para agregar al final, 
pero de ser así yo no estaría para escuchar la respuesta; no me correspondería hacer preguntas ahora- lo que 
en un momento se habló sobre la disposición de algunas Intendencias Municipales a una especie de botín 
preelectoral de algunas canastas. Uno sabe que eso pasa en algunos lados, por lo que tal vez sería bueno, 
cuando está toda la prensa -a la cual no haré declaraciones-, la que probablemente vaya a levantar 


información de esta sesión, que a cuarenta y ocho horas de una elección municipal se clarificara si hay 
Intendencias en las que se haya constatado esto y cuáles son. También sería bueno saber si en este momento 
hay errores en el INDA, el de hoy, no el del año pasado, ni el de la Administración anterior. 


En el Período anterior fui Edil en el departamento de Colonia y me consta que los gravísimos problemas que 
hubo de distribución de canastas eran del INDA, del Instituto Nacional de Alimentación, y no de la 
Intendencia Municipal de Colonia. Debo decir que hoy de mañana, cuando venía para acá, en la ciudad de 
Tarariras -con 6.000 o 7.000 habitantes-, una señora que integra una comisión honoraria, que no es de la 
Intendencia Municipal, que no es de un partido político, me decía que hace dos meses que no le llega la 
canasta. Y no tiene ningún botín para repartir dos días antes de las elecciones, porque no pertenece a partido 
alguno. Tal vez sea bueno que esto se aclarara. 


No pido que se me responda sobre esto porque será para el final y no voy a estar; simplemente quiero dejar la 
constancia y sería bueno que esto se aclarara. Como la versión taquigráfica de esta sesión no va a estar hasta 
el lunes, tampoco mi voluntad es decir que se anotaron más de cien mil personas para cobrar un subsidio 
inmediatamente después de las elecciones, que la prensa afirmaba que había ocho mil o diez mil anotados y 
no se sabe a cuántos se les va a pagar. Nadie va a tirar esa bomba; yo no lo voy a hacer y mis compañeros de 
Partido tampoco, pero a veces tenemos que precisar algunas cosas porque estamos pisando algunos límites. 


Tal vez estamos sensibilizados por la campaña y por el cansancio que sentimos quienes viajamos tres horas o 
cuatro para concurrir aquí y todavía deberemos estudiar este tema el domingo -el día que tendremos que estar 
en otras cosas por el bien del país- para venir preparados el lunes a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda lo que queda de la tarde, en tiempo, para que todos 
seamos conscientes de ello. 


El tema de las interrupciones -en la medida en que el señor Diputado Asqueta no se había anotado- parecía 
oportuno, pero no me gustaría que este debate terminara y no se permitiera a la señora Ministra responder 
concretamente las preguntas. Todos tenemos obligaciones hoy, pero no queremos que la señora Ministra se 
apure por esta razón, ni tampoco dejar de discutir temas, como ocurrió con el relativo a la Constitución 
planteado por el señor Diputado Posada. No empecemos a hacer interrupciones que nos saquen del tema 
central. Pido colaboración de parte de los señores Diputados para que la señora Ministra pueda redondear sus 
respuestas. De esta manera, la Comisión también dirigirá sus pasos para que el día lunes sea productivo. 


Quiero aclarar que la versión taquigráfica estará pronta para distribuir a quienes se queden hasta tarde acá; de 
lo contrario, se intentará enviar a los domicilios de cada Diputado. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Fue muy oportuna la pregunta del señor 
Diputado Asqueta porque, de esa manera, en el pasaje de su fundamentación, demuestra que hay algo 
que no se entendió y voy a explicarlo otra vez porque quiero que quede bien clarito. 


En primer término, para refrescar la memoria, el 21 de marzo de 2005 se vota la ley N* 17.866; el 28 de 
marzo, la Senadora Arismendi pasa a ser Ministra. Esto no importa porque nosotros empezamos a trabajar 
antes. Nuestra fuerza política hacía por lo menos una década que venía trabajando en el tema de la 
emergencia social. Simplemente, digo esto para que nos acordemos de los tiempos. 


En segundo lugar, también quiero dejar muy claro que no es una prestación, no es un beneficio lo que 
estamos dando. Si fuera un beneficio, sería facilísimo. La gente va, se apunta -es como el caso de la 
asignación familiar que planteaba el señor Diputado Posada-, presenta una declaración jurada en la que dice 
que gana menos de $ 1.300, se le ingresa allí mismo en la ventanilla -para eso son rapidísimos, los 
trabajadores del BPS están adiestrados y lo trabajan muy bien-, se le paga y se terminó. Eso es fácil. Pero no 
se trata de eso. Primero, sí se va a verificar al hogar. Segundo, señor Diputado Asqueta: empezamos por las 
localidades más alejadas del interior, lo dije hoy e, inclusive, leí la lista; después en la versión taquigráfica lo 
podrá refrescar porque no lo voy a leer de nuevo. Ni siquiera me refiero a las localidades suburbanas, porque 
nuestra primera idea era ver en cada departamento una población urbana, una suburbana y una rural, pero 
arrancamos por los lugares más chiquititos, los más alejados de la locomoción. En el caso de Montevideo, 
empezamos por los lugares donde, por ejemplo, había que tomar dos ómnibus para ir a una dependencia del 
BPS. ¿Por qué? Porque hay exclusión. Voy a dar un ejemplo. Muy cerquita de Montevideo había gente que 


no sabía que hubo elecciones en este país. O sea que el tema no es exclusivamente -aunque resulta muy 
importante- ir a visitar a las personas para ver cómo viven, sino que hay un nivel de exclusión social que 
debemos atacar y no es un problema de la prestación. 


Creo que la confusión radica en que la gente va y se anota -se anotaron más de cien mil personas y esto era 
parte de una pregunta que me hacía por lo bajo la señora Diputada Charlone-; y de eso, por ingresos, ya se 
sabe -esa parte ya se procesó- que son menos, son 83.000. Ahora, nosotros pusimos un umbral. Si uno va a la 
casa y los ingresos son $ 10, $20 o $ 30 más, ¿cuál es la diferencia? Si uno llega a la vivienda y se encuentra 
con que es un nylon, que no tiene saneamiento, no tiene baño, no tiene agua potable, ni tiene luz, ¿cuál es la 
diferencia? Por ejemplo, en Las Chircas y Chingolas, en Florida, está todo pronto para poner la luz pero no 
tienen luz. El año pasado -existe la filmación- se le pusieron los postes, la caja y todo, pero no hay luz. 
Inmediatamente, enviamos esta información al Directorio de UTE porque no es esperar a ver cómo lo 
solucionamos; no, eso ya se puede resolver. 


Entonces, el interior no es más difícil; al revés, el interior es mucho más fácil que Montevideo. Primero, 
porque ahora vamos a descentralizar el trabajo de verificación, o sea, la visita al hogar, con todos los 
institutos normales y los institutos de formación docente. Eso ya lo acordamos, ya nos reunimos con todos 
los Directores, ya se hizo el avance para que los muchachos estén preparados y se haga el aprestamiento para 
aplicar el formulario. Esto implica que ese muchacho o esa muchacha, ese estudiante o esa estudiante de 
Magisterio, por ejemplo del Departamento de Colonia, vive en ese lugar y de noche vuelve a dormir a su 
casa. Esto evita, como ocurrió ahora para llegar a los pueblitos o a las localidades en el medio de la nada, que 
los estudiantes duerman y se alimenten en los cuarteles. Reitero: con los camiones y los "jeeps" del Ejército 
de la zona se distribuían los jóvenes por el lugar, hacían el relevamiento, se los recogía y cenaban y dormían 
en el cuartel. Así surgió que debíamos atender a esa joven tropa que vive igual que muchos de los que se fue 
a visitar. También había un problema de inserción social que no era menor para nosotros: que el estudiante 
universitario montevideano o del interior del país, con recursos para venir a estudiar a la capital, o el de la 
Regional Norte, conviviera desarrollando una tarea con esa tropa y, a su vez, con aquella familia que se fue a 
visitar. Desde el punto de vista de la inserción social no se trataba solo del traslado o de dormir en el cuartel. 
Esta es otra generación joven de Defensa. Esto también es una inserción con la sociedad, pero de otra 
manera. Sin que nadie les dijera nada pusieron un cartel en los camiones que decía: "El Ejército ayudando a 
la sociedad"; además, tenían la bandera del PANES. 


Creo que acá hay muchas puntas para analizar. 


Tenemos problemas en el interior del país con la partida de nacimiento, no con la cédula de identidad. Quien 
tiene treinta o cuarenta años o quien nunca se inscribió, debe realizar muchos trámites ante el Juez de Paz 
para conseguir la partida. El curso se inició hace unos días en el Instituto del Libro. En este momento, hay 
cuatro talleres regionales con voluntarios -tienen que votar la ley de voluntariado- que van a hacer el 
seguimiento. El móvil hace un primer contacto, pero después hay que seguir a esa familia para que los 
trámites no queden truncos. Por ejemplo, los móviles que tiene Identificación Civil no cuentan con la 
conexión adecuada. Me refiero a ese tiempo que esperamos para que esté pronta la cédula; durante ese 
tiempo se digita y luego los datos aparecen en pantalla. Se trata de que los móviles tengan esa conexión y de 
que haya más unidades. Actualmente, lo que recaude Identificación Civil se destina a Rentas Generales. La 
Directora nos decía que con lo que recauda Identificación Civil, si una parte no fuera a Rentas Generales se 
podía financiar perfectamente la expedición gratuita de la documentación que necesite la gente. De esta 
manera, se ahorrarían gastos porque el papel es caro, se necesita un papel especial, plastificación, etcétera. Se 
puede autofinanciar porque se trata de un órgano recaudador. ¿Y por qué se habla de la Presidencia de la 
Suprema Corte de Justicia? Porque debe orientarnos para legislar y resolver, para que no sea el Juez de Paz 
quien intervenga en esto. En Montevideo se va con un móvil compuesto por un médico y un abogado. El 
médico dictamina la edad de la persona y el abogado hace los registros correspondientes. De ese modo, se 
puede sacar una partida. Sin embargo, en el interior no sucede lo mismo. 


Se habló mucho del seguimiento, de la evaluación y del monitoreo. Si ustedes leen la ley sobre creación del 
Ministerio podrán advertir que formamos una Dirección de Evaluación y de Monitoreo. Aspiramos a que se 
pueda entrar y a tener los índices para que los Diputados, los Senadores y la población en general cuenten 
con la información. En Montevideo hoy se puede entrar a la red y abrir los sitios de los barrios para hacer un 
mapeo. En el sitio IMM/observatorio/ se pueden ver los barrios de Montevideo, los índices de analfabetismo, 
etcétera. Nosotros aspiramos a hacer esto a nivel nacional. De esa manera, podríamos fijarnos en los índices 


del pueblo Greco, por ejemplo, que tenía determinados índices. Dentro de dos meses puedo mirar 
nuevamente para ver que se logró aplicando determinadas políticas. La Cámara de Senadores quería 
establecer que una vez por año se enviara un informe, pero yo insistí en que se hiciera cada seis meses. 
Además, queremos formar comités sociales o consejos sociales donde las organizaciones sociales puedan 
hacer el control ciudadano. 


Cuando se habló de "escándalos" no se hacía referencia a la señora Diputada Argimón. Dije que ayer 
estuvimos en un escándalo de la mañana a la noche, porque la gente llamaba para averiguar si se necesitaban 
digitadores, y toda la prensa llamaba para saber si era verdad que el programa se había parado, que teníamos 
las máquinas vacías y sin usar. La prensa ha ido a filmar a la hora que ha querido; nunca les dijimos "vengan 
a tal hora que están todos los puestos cubiertos y pueden filmar". Obviamente, si tenemos el doble de 
digitadores, nos llevaría la mitad del tiempo. Por eso estamos multiplicando las visitas; no se trata solo de 
ingresar los datos, también hay que visitar a quien se presentó en el Banco de Previsión Social. Es por ello 
que estamos incorporando estudiantes de magisterio, de formación docente, educadores sociales, y a gente de 
la Facultad de Psicología que tiene servicios en distintos lugares del país. 


Tenemos problemas con los asentamientos en el sentido de que los que se pueden regularizar son los menos. 
En el programa separamos los tugurios y pensiones de los asentamientos. Existen asentamientos que hay que 
darlos vuelta patas arriba porque están en terrenos inundables y no hay posibilidad de resolver la exclusión. 
Estamos trabajando con el BHU y con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para estudiar las viviendas que están vacías. El Banco de Seguros del Estado nos proporcionó 
locales que hay que reparar y que están abandonados, que nos servirían para la atención inmediata de 
emergencia. También nos proporcionó un edificio de apartamentos para pagar un alquiler. Hay mucha gente 
que puede pagar un alquiler, pero no tiene garantías. El Banco de Seguros nos dio un edificio para arreglar, 
pero eso no nos importa porque la misma gente puede hacerlo. Se trataría de alquileres muy bajos. Eso nos 
permitiría ubicar en un apartamento a gente que paga el doble por una pensión o por una pieza y están todos 
amontonados. Estamos recolectando todo este tipo de cosas. 


Debo decir que si no votan el proyecto a tiempo, la gente no cobra. El atraso no va a ser por los digitadores 
sino porque no hay ley. Francamente eso es así. 


Sucede algo curioso. Algunas de las preguntas que se formularon -digo esto con mucho respeto, pero también 
con mucha franqueza; soy muy directa- dan a entender como que vivimos en otro país y que el país empezó 
el 19 de marzo. Me parece que estamos hablando de un país que todos conocemos. Por lo menos, yo creí que 
todos nos conocíamos y que vivíamos en el mismo país, independientemente de que tengamos opiniones 
distintas. Me alegro mucho de que todo el mundo esté dispuesto a colaborar, y lo digo totalmente en serio. 


En cuanto a la preocupación del señor Diputado que ahora tuvo que retirarse pero que después leerá la 
versión taquigráfica, habrán visto que la señora Ministra, la Subsecretaria y la gente que trabaja en la Cartera 
de Desarrollo Social no fueron expresamente a ninguna actividad electoral. Y cuando tuvimos que salir a 
verificar nos aseguramos de que ese día no hubiera actividades político-partidarias en esa localidad o en ese 
barrio porque si había algo que nos podía matar como Programa era que se tiñera de campaña electoral. 
Hemos hecho los mayores esfuerzos para que eso no sucediera. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera refrescar algunas preguntas que formulé y que a mi juicio no han sido 
contestadas, y que se refieren a aspectos sustanciales. 


Quisiéramos saber en qué consisten los distintos planes y programas enumerados en el artículo 2* - 
obviamente, el Ingreso Ciudadano tiene una definición en los restantes artículos-; cuáles son los objetivos 
estratégicos de los programas; qué metas tienen y qué montos se les asigna, porque en el artículo 11 se 
establecen las erogaciones de carácter general. 


Por supuesto que nos hacemos cargo de que son estimaciones y de que van a recibir correcciones posteriores, 
pero para llegar a la cifra de US$ 200:000.000 al cabo de los dos años, debe haber una idea aproximada de 
qué monto se va a asignar a cada uno de estos programas. Asimismo, preguntamos cuáles serán las 
prestaciones. 


En lo que tiene que ver con la participación en actividades comunitarias, quisiéramos saber quién controla el 
cumplimiento de las contrapartidas. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Pensé que había hecho una aproximación a estos 
temas, pero de todas maneras puedo explicar uno por uno. 


En el caso del artículo 2", el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social tiene una vigencia estimada 
de dos años a partir de la promulgación de la ley y está compuesto sustancialmente por una serie de 
programas. Hay otros aspectos vinculados a él de los cuales ya hablamos. 


El Plan Alimentario Nacional tiene el objetivo de resolver el problema nutricional, en primer lugar el infantil, 
en segundo término el de las mujeres y por último el de los adultos mayores, porque de acuerdo con las cifras 
y datos que tenemos en este país la pobreza, la indigencia y la desnutrición tienen cara de niño y de mujer. 
Tiene varias formas de aplicación, y en un sentido más general apunta a frenar las demás situaciones, porque 
no se trata solamente de atender parcialmente a los indigentes. En este sentido, nos referimos al 
reforzamiento del comedor escolar, que no se hace por estadísticas sino que, por un lado, tratamos de 
compensar y por otro de reforzar para los demás, para los que son pobres, no indigentes. 


Las herramientas para llevar a cabo estos objetivos son varias. Aspiramos que al terminar el programa el 
grueso de esta población no coma más en los comedores. No me refiero a los comedores escolares, porque 
cumplen otra función. Se trata de los comedores, merenderos y ollas populares que hay en todo el país que 
han sido fruto de esa red social solidaria que caracteriza al Uruguay y que ha impedido que el país se fuera al 
fondo o se convirtiera en un país de piqueteros. 


Como expresé hoy, la persona ingresa al Plan y se le visita en su hogar; como contrapartida, debe concurrir a 
la policlínica. ¿Quién me va a decir que ese niño o esa persona están desnutridos? Será el médico del primer 
nivel de atención. Va a indicar que le falta hierro, calcio y otros nutrientes, o que tiene una desnutrición total. 
Por lo tanto, debemos complementar al hogar, para que no suceda lo que ocurría anteriormente, cuando a una 
madre se le daba una canasta porque tenía un niño desnutrido, pero como tenía cinco, y los otros cuatro no 
recibían canasta, la repartía entre todos, y pasábamos a tener cinco niños en situación de riesgo. 


Tenemos distintos instrumentos para evitar esta situación. Uno de ellos es la tarjeta, que mencioné al 
comienzo. La razón de su uso es que tiene identidad, es parte de la inserción social y permite gastar en lo que 
la familia quiera y no tener que comer lo que diga la Ministra de Desarrollo Social. 


Además, tiene una política social de otro aliento, porque si el almacén del barrio ingresa a este circuito tendrá 
que estar regularizado, lo que permitirá mover el mercado interno, ya que US$ 100:000.000 puestos a 
caminar no es poca plata para un país tan pequeño. 


Por otro lado, quien va a controlar será el pediatra o el médico, porque entre las contrapartidas está que la 
persona ejerza sus derechos. Uno de ellos es atenderse en la policlínica, pero yo lo pongo como contrapartida, 
y quien me va a informar si va será Salud Pública. Me va a informar si el niño comió o no, porque va a 
controlar si de un mes a otro aumentó o está peor, lo que va a indicar que la comida está parando en otro lado. 
Asimismo, va a detectar las enfermedades crónicas en esa persona que nunca fue al médico y que no sabe que 
tiene diabetes u otras enfermedades que debe tratar con una alimentación distinta. Esto lo hará la atención 
primaria de salud. 


Al mismo tiempo, esto va a significar que las emergencias y las puertas de los hospitales se van a desagotar y 
que se resuelva en la atención primaria todo lo que sea posible. Va a prevenir, a vacunar, en definitiva, a hacer 
el seguimiento, lo que yo decía hoy, la limpieza de la boca para después poder poner la dentadura. En el 
Programa de Emergencia Sanitario el efector es el Ministerio de Salud Pública con refuerzo de rubros para 
llevar adelante un diseño común con los dineros estipulados en el artículo 11, que no estarán disponibles para 
el pago de sueldos. 


Lo dije hoy y lo repito. Sí puede pasar que haya necesidad de reforzar los rubros destinados a medicación, y 
también hay ofertas; por ejemplo, una oferta es de la República de Cuba, que nos ofrece un intercambio de 
alimentos por instrumental médico para las policlínicas por US$ 50:000.000 a valores constantes. Esto 
significa que aunque cambie el precio del mercado se mantiene el mismo valor. 


Esto nos serviría mucho, porque si tenemos pequeños mercaditos para determinados emprendimientos, esto 
nos resuelve la salida de la persona. En muchos casos, nos han dicho que no quieren que les demos dinero o 
cosas, porque si el país les da una milésima de milímetro del mercado que tiene, es mucho más productivo. 


El caso de la emergencia sanitaria está relacionado, porque el responsable que tenemos lo es del PAN y del 
PES. Este último es ejecutado por Salud Pública, pero el responsable es el mismo que está encargado de la 
alimentación y del tema sanitario. 


El Programa de Ingreso Ciudadano es más conocido. 


El Programa de Educación en Contextos Críticos pasa por lo que decíamos anteriormente: reforzamos y 
aumentamos, no solamente a las escuelas de contexto crítico sino a las escuelas urbanas comunes, a las que 
se incorporan dos maestros y un profesor de educación física. Junto con eso hay un refuerzo alimentario y se 
harán arreglos en los locales escolares. 


Como ven, estamos hablando de políticas a más largo aliento, porque no puedo separar la emergencia de la 
política social a más largo aliento. 


Estamos combinando con la UTU para que los muchachos que hacen gastronomía, en lugar de tener que 
pagarse los ingredientes puedan trabajar haciendo sus prácticas. Esto puede llevarse a cabo por una ley que 
votamos en la otra Legislatura. Esa ley, bastante defectuosa pero que nunca se aplicó, indica que la práctica 
seguida por el docente se haga en campo y no sea trabajo en negro -que es el problema de las pasantías o 
becas- pero que a la vez sea controlado por el docente, a través de la aplicación de notas, etcétera; en otras 
palabras: que la práctica se haga en el lugar. 


El otro día, hablando con autoridades del CODICEN, se señalaba que hay montañas de bancos rotos y que 
quienes hacen carpintería no tienen por qué estar en un sucucho, como están hoy en la UTU, sino que además 
de hacer la práctica, pueden hacer un trabajo que le sirva a las escuelas de contexto crítico. Junto a ellos se 
hace el seguimiento de los equipos multidisciplinarios. 


El Programa de Empleo Transitorio es variado; hay de todo tipo. Eso sí: trabajo digno, trabajo que levante la 
autoestima de la persona. Nosotros denominamos a este Programa "Trabajo por Uruguay" y no "Empleo 
Transitorio". 


En primer lugar, fundamentalmente estamos pensando en emprendimientos productivos, en lo que significa 
hospitales, escuelas, INAU, en fin, donde la persona se sienta sustentada y, que la comunidad la reconozca 
como tal. 


No hay una familia igual a otra; las personas no son números y los hogares tampoco. Por lo tanto, en algún 
caso la contrapartida será que termine Primaria, porque tiene cuarenta y cinco años y no sabe escribir; en otro 
caso, será que termine la enseñanza media o que aprenda un oficio. 


Voy a dar un ejemplo que he seguido de cerca. En FUNSA me decían que los trabajadores jubilados, obreros 
calificados para la producción de neumáticos, están enseñando a los trabajadores de la cooperativa, porque es 
un oficio que se perdió. Es cultura del país que se perdió. Esto también ocurre en Montevideo, en "Ciudad 
Vieja Renueva". Los yeseros son los viejitos de UTU, que son los que saben cómo realizar esos trabajos, y 
tienen que traspasar esos conocimientos. 


Ya estuvimos hablando sobre los asentamientos precarios, tugurios y pensiones, así como del alojamiento de 
las personas en situación de calle. El señor Diputado tiene un diagrama aproximado -porque la vida es más 
rica- de cómo pensamos nosotros, de cómo el equipo móvil levanta la gente de la calle, de cómo en algunos 
casos se dará educación, en otros recreación, y en otros socialización, porque hay mucho adulto mayor que 
hoy está abandonado. 


La sociedad uruguaya cambió; no es aquella que incorporaba al abuelito a la familia. Por lo tanto, en ese 
sentido, también hay que hacer un trabajo. Estos son los elementos fundamentales. 


¿Por qué no están discriminados? Si el señor Diputado me hubiese preguntado, yo no hubiese puesto el 
artículo 11; lo dije al comienzo y lo vuelvo a reiterar. Así es; no está discriminado, y sería falsa si dijera que 


lo está. Además -como me dice la señora Diputada Charlone- sería inconstitucional. 


Por ejemplo, cuando se habló sobre el gasto del Plan de Emergencia Sanitaria, discutimos y negociamos y, 
después de dar vueltas con el Ministerio de Salud Pública, el gasto se redujo bastante. ¿Por qué? Porque 
después que asumieron las autoridades del Ministerio, encontraron una cantidad de recursos que no sabían 
qué existían. Uno de los recursos fue recortar el ingreso de los jerarcas. Con el recorte a los jerarcas más altos 
del Ministerio de Salud Pública -del Ministro hacia abajo hay cuatro o cinco grados-, se pagó todo lo 
referente al primer nivel de atención del país. 


Asimismo, con lo que Educación Primaria recortó de los ingresos de los gerentes del MECAFEP, generó 
cincuenta y cuatro cargos de maestros. Entonces, uno va descubriendo recursos y dice: "Bueno; voy 
acomodando el presupuesto". En general es un presupuesto que aspiramos a hacer rendir al máximo. 


Hoy, en un diario matutino -no importa cuál- se hablaba sobre un debate que yo he tenido en muchas 
instancias y que es verdad. Se decía que para poder gerenciar bien tendríamos que haber contratado técnicos 
con el 1% de estos dineros destinados al presupuesto. No es presupuesto del Ministerio, no es para su 
funcionamiento; inclusive, está en los debates con el BID, el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional. Una de las cosas que preguntaban era por qué estaba "aparte", entre comillas, y los dineros 
para el funcionamiento del Ministerio son aparte. Esto es para la emergencia, no para el funcionamiento del 
Ministerio. 


Algún medio criticó y dijo -pueden tener razón o no; es verdad, yo pienso así- que con solo el 1% de esta 
cifra podríamos haber contratado técnicos de alto nivel -nosotros no lo somos, por cierto; eso no lo dice el 
diario, pero lo deja entrever- para gerenciar el proyecto. Nosotros replicamos que no vamos a gastar ni un 
1%, ni siquiera 0,5%, para contratar nada. Este es un Programa que elaboró la fuerza política durante años 
con los mejores técnicos que tenía. Nosotros somos ejecutores de un programa que se puso a consideración 
de la población y con el cual nos comprometimos. Todo esto lo hemos explicado muchas veces. Quisiéramos 
tener folletos, pero no tenemos con qué pagarlos, y no vamos a sacar ese gasto del Plan de Emergencia. 


SEÑOR POSADA.- Me queda claro cuál es la visión muy general de todos estos programas incluidos 
en el proyecto. 


Para evitar un dialogado, que tampoco me parece la mejor forma de trabajar, quisiera solicitar a la señora 
Ministra algún material documental donde se explique claramente cuál es la población objetivo de cada uno 
de estos Programas, así como también los objetivos estratégicos y las metas que se persiguen. 


Sería bueno que se nos hiciera llegar el material porque es un elemento de juicio sustancial para dar una 
valoración general desde el punto de vista político de la propuesta que lleva adelante el Ministerio a través 
del PANES. 


Asimismo, quisiéramos que junto con esa información se nos acercara la distribución que, obviamente, será 
estimada, de los dineros establecidos en el artículo 11. Este es el otro aspecto que me parece sustancial para 
esa evaluación de cómo se asignan los recursos que están previstos en el artículo 11 de este proyecto. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Creí que lo referente a la población objetivo 
estaba claro. Son casi 300.000 uruguayas y uruguayos, compatriotas, que en este momento están en la 
indigencia. El objetivo fundamental del PANES es sacar de la emergencia social a esos compatriotas y 
frenar la caída de otros. Esto lo hemos dicho y lo hemos reiterado, y aparece en la ley de creación del 
Ministerio. 


Por otro lado, debo señalar que el material sobre las metas podemos hacérselo llegar por correo electrónico, 
ya que no contamos con dinero ni con hojas para fotocopiar. Además, tampoco tenemos dinero para publicar, 
ya que este es para los protagonistas, y el Ministerio todavía no tiene partida presupuestal. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera plantear una cuestión de orden. Creo que solo resta agradecer la 
comparecencia y la profundidad de las explicaciones brindadas por la señora Ministra. 


Francamente, creo que tanto esas aclaraciones como el material que se ha distribuido, nos permiten pasar a 
una segunda etapa en la consideración del proyecto. Considero que el próximo lunes deberíamos abocarnos a 
escuchar al otro involucrado en este tema, que es el Ministerio de Economía y Finanzas; de acuerdo a lo 
acordado, a la hora 14 y 30, contaremos con la presencia del economista Bergara. Luego, estaremos en 
condiciones de pasar a la consideración general y particular de los artículos a estudio. 


Digo esto porque es voluntad de esta bancada -espero que ello sea compartido por todos los parlamentarios- 
votar este proyecto el día jueves en el plenario de modo de habilitar a quienes deben llevar adelante la 
instrumentación de este asunto -y que es necesario que se haga lo antes posible- a que comiencen a pagar, 
que es lo que se está requiriendo por parte de la población y de legisladores de distintos lemas. Es importante 
que esto se haga a partir del jueves 12 tal como está planteado. 


Una vez votado el proyecto podemos ingresar a una etapa que contemple un mayor espectro en lo que tiene 
que ver con las invitaciones para efectuar el seguimiento y la instrumentación del proyecto. 


Se invitó a las autoridades del Banco de Previsión Social, pero manifestaron problemas de agenda. Pero hay 
necesidad de aprobar este proyecto y se han dado explicaciones como argumentos y fundamentos muy 
contundentes por parte de la señora Ministra que, no solo traen tranquilidad sobre el tema que consideramos 
en la sesión pasada -como bien decía el señor Diputado Abdala-, sino que se complementan con los datos que 
vienen oficialmente del BPS, que dicen con mucha claridad que los servicios se han desarrollado 
normalmente. 


De modo que consideramos que en esta etapa se han dado las explicaciones del caso, por lo que estaríamos 
en condiciones de pasar al siguiente tramo: escuchar a las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas 
y pasar a la consideración del proyecto en el plenario, de modo que los tiempos sean los adecuados para 
aprobarlo el día jueves. 


SEÑOR IBARRA.- Solicito que la Comisión pase a intermedio a fin de despedir a la señora Ministra. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la señora Ministra de Desarrollo 
Social, maestra Marina Arismendi. 


Se pasa a intermedio. 


40(Es la hora 18 y 35) 
——- Continúa la sesión. 
(Es la hora 19 y 10) 


SEÑOR IBARRA.- Analizamos el tema y vimos que había voluntad en esta Comisión Especial de parte 
de todos los sectores políticos para llegar a acuerdos. Tal cual se manifestó en la tarde de hoy, nuestra 
intención es que el jueves el proyecto de ley entre a la Cámara de Representantes para su 
consideración, y esa es nuestra máxima preocupación. Por lo tanto, planteamos el siguiente 
cronograma de trabajo. El lunes a la hora 14 y 30 está convocado el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Proponemos invitar al señor Bertoni para que concurra a la hora 16 y 30. A fin de que los 
miembros informantes tengan el tiempo suficiente para elaborar los informes, a posteriori trataríamos 
el tema y lo votaríamos. Creo que había acuerdo en cuanto a no hacer discursos y así lo dijo el señor 
Diputado Alonso varias veces; las discusiones las daríamos en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ALONSO.- Lo que propuse todas las veces que hablé fue que no hiciéramos discursos en 
presencia de los invitados, pero debemos tener un espacio en la Comisión para marcar nuestras 
posiciones, aunque tengamos que trabajar hasta más tarde. 


SEÑOR IBARRA.- La intención es que a partir del retiro del señor Bertoni la Comisión se aboque a 
considerar en general y en particular los dos proyectos que estamos tratando. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Adelanto nuestra satisfacción con la propuesta sugerida y nuestro 
reconocimiento al esfuerzo realizado por la mayoría de la Comisión. Quisiera consultar, en la dinámica 
que sugiere el señor Diputado Ibarra, si hay posibilidades de sesionar el martes si fuera necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es agotar el tema el lunes, pero hasta el martes al mediodía 
estaríamos en condiciones de aprobarlo. 


Ayer aprobamos la invitación al Directorio del BPS y a sus trabajadores. Plantearon que no podían concurrir 
hoy por una cuestión de agenda, y ya es innecesario a partir de la información que brindó la señora Ministra. 
En definitiva, el próximo lunes concurrirán los señores Bergara y Bertoni. 


(Apoyados) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


